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PRESENTACIÓN

El Centro de Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales pre-
senta a la comunidad nacional su duodécimo Informe Anual de De-
rechos Humanos, relativo a los hechos ocurridos entre mediados de 
2013 y mediados del presente año en diversos aspectos de los derechos 
humanos vigentes en Chile.

El Informe, que se elabora cada año, no pretende realizar un exa-
men exhaustivo de en qué medida el Estado chileno cumple o no la 
totalidad de las obligaciones internacionales de derechos humanos, 
sino que tiene como propósito informar y analizar en profundidad, 
desde esa óptica, aspectos de nuestra vida social que consideremos de 
particular gravedad por su carácter estructural o que no han sido des-
tacados con anterioridad, teniendo además en consideración las exper-
ticias existentes dentro de la Facultad de Derecho de la UDP. De esta 
forma, el Informe se diferencia de otros estudios que poseen un carác-
ter comprehensivo en materia de derechos humanos. Tampoco preten-
de este ser una publicación de carácter exclusivamente académico, que 
de cuenta en forma acabada de la literatura en un campo particular. 
Su vocación, desde su inicio, ha sido presentar, desde una perspectiva 
académica, sobre la base de un trabajo de investigación racionalmente 
fundado, una realidad social bajo la óptica de los derechos humanos, 
de modo que pueda ser fácilmente accesible para la comunidad nacio-
nal a la cual está dirigido. En la presente edición el Informe contiene 12 
capítulos, los que se pasan a exponer sucintamente, junto con señalar 
algunas de las principales recomendaciones que en ellos se efectúan.

El Informe se inicia, como ha sido costumbre, con un capítulo titu-
lado “¿Una nueva medida de lo posible? Verdad, justicia, memoria y 
reparaciones posdictadura”, a cargo de la investigadora Cath Collins 
y fruto del trabajo del Observatorio de Justicia Transicional (antes de 
Derechos Humanos) de la UDP, dirigido por la autora, relativo a las 
violaciones a los derechos humanos producidas durante la dictadura. 
Este capítulo permite efectuar comparaciones a través del tiempo en 
esta materia, y realiza un acucioso estudio de cómo se están llevando 
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a cabo los procesos penales producto de esas violaciones, mostrando 
que, en materia de verdad, justicia y de hacer efectivas las responsabi-
lidades, aún falta un largo camino por recorrer, sin perjuicio de valorar 
positivamente los recientes anuncios del gobierno en esta materia. El 
capítulo sostiene asimismo que, aun en los casos excepcionales en que 
se han dictado sentencias definitivas con penas de cárcel efectiva, los 
beneficios otorgados a los presos representan con frecuencia una de-
negación de la escasa justicia aplicada. También se analiza la situación 
de las instituciones estatales relacionadas con la investigación y repa-
ración, tales como el Instituto Médico Legal o la PDI, destacando los 
aspectos positivos y los problemas que se han dado en el transcurso 
del año. Respecto a estos diversos aspectos, la autora recomienda al 
Estado de Chile, entre otras cosas, la derogación o el dejar sin efecto 
la ley de Amnistía, el establecimiento de una instancia permanente de 
calificación de las víctimas y sobrevivientes de violaciones de DD.HH., 
y la provisión de asesoría y representación a las víctimas de tortura y 
prisión política. 

Los derechos de los trabajadores y trabajadoras en Chile son el tema 
común de dos de los capítulos del Informe 2014. Los profesores César 
Toledo y Karla Varas, en el capítulo “La huelga, un derecho fundamen-
tal”, analizan acuciosamente–en relación a las normas internacionales–
la actual normativa del Código del Trabajo respecto al derecho a la huel-
ga, así como también la situación de los funcionarios públicos en esta 
materia. Los autores afirman que el panorama es bastante desolador, 
pues no solo existe una deuda en materia legislativa, sino también en 
el ámbito institucional y comunicacional, principalmente por la escasa 
y en algunos casos nula intervención del Estado para los efectos de dar 
una adecuada protección frente a los actos ejercidos por empleadores 
tendientes a mermar o anular el derecho de huelga, y por el tratamiento 
que recibe el ejercicio de este derecho por parte de los medios de comu-
nicación social: resaltando situaciones puntuales de violencia invisibili-
zando el conflicto laboral de fondo que está detrás. Ante esta realidad, 
dos de las recomendaciones más relevantes son la de promover una 
reforma global a los Libros III y IV del Código del Trabajo y, con ello, 
a las normas que tratan sobre la huelga, teniendo como eje la libertad 
sindical en tanto derecho fundamental vital en toda democracia, por 
tratarse de una exigencia incumplida por el Estado de Chile, y consa-
grar el derecho de huelga dentro de las garantías contenidas en el artí-
culo 19 de la Constitución Política, con alcance universal, admitiendo 
posibles restricciones o limitaciones en el caso de servicios esenciales, 
en el sentido estricto del término, de acuerdo a los estándares de la OIT.

La situación de las trabajadoras de casa particular (TCP) es el tema 
abordado por las investigadoras Lidia Casas y Helena Olea en el ca-
pítulo titulado “Trabajadoras de casa particular: Invisibilizadas y dis-
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criminadas”. El propósito del capítulo es analizar la situación de las 
trabajadoras de casa particular en Chile a la luz de los estándares inter-
nacionales. En el análisis se consideran elementos fundamentales de 
la relación laboral de estas trabajadoras: contratación, salario, jornada 
laboral, dormitorio y alimentación, funciones o tareas, y violencia en 
el trabajo. Se aborda también la terminación de la relación laboral y la 
reclamación de derechos, ya sea en sede administrativa y judicial. Por 
último, se analizan los proyectos legislativos presentados y en discu-
sión en el Congreso Nacional. En la investigación se aprecia también 
el importante aspecto migratorio que presenta hoy en Chile el trabajo 
doméstico. Las autoras concluyen que un régimen diferenciado en las 
condiciones laborales, de protección y reclamación de los derechos de 
las TCP, como el que existe hoy, perpetúa un subsidio de las más po-
bres y marginadas a quienes tienen más. Y que las actuales políticas 
migratorias facilitan el abuso. A fin de remediar estas graves violacio-
nes a los derechos, las autoras recomiendan, entre otras cosas, garanti-
zar la igualdad de derechos de las TCP con el resto de los trabajadores 
en lo relativo a la extensión de la jornada laboral, sin que medie un 
régimen de gradualidad, y diseñar y establecer un sistema que permita 
una efectiva fiscalización de parte de la Inspección del Trabajo de las 
condiciones de trabajo y habitación en que se desempeñan las TCP. 

La problemática de los pueblos indígenas en Chile y el respeto de 
sus derechos humanos ha sido una constante de los diversos Informes. 
En este año se quiso analizar dos aspectos centrales de ella y que han 
sido además objeto de intenso debate público: la política de entrega de 
tierras y la exigencia de mecanismos de consulta libre, previa e infor-
mada respecto a los asuntos que afecten a los pueblos y comunidades 
indígenas en el contexto de proyectos de inversión en el norte de Chile.

La investigadora Antonia Rivas aborda el primer tema en el capítulo 
titulado “Territorios indígenas y política pública de entrega de tierra 
en Chile”. En él se analizan los estándares internacionales en materia 
de derechos territoriales de los pueblos indígenas, los derechos y me-
canismos que contempla la legislación nacional al respecto, la política 
pública del Estado, las situaciones especiales de cada pueblo indígena, 
y los principales conflictos y puntos críticos asociados a las políticas de 
entrega de territorios. El estudio concluye afirmado que, lamentable-
mente, las propuestas elaboradas por la Comisión de Verdad Histórica 
y Nuevo Trato, así como las múltiples recomendaciones e informes 
formulados por diversos órganos internacionales para abordar esta si-
tuación, no han encontrado hasta ahora una real acogida en el Estado 
y la sociedad chilena. Junto con ello, las deficiencias de la legislación y 
en la política pública, en particular la operación deficiente del Fondo 
de Tierras y Aguas de la CONADI y la demora en la titulación de las 
tierras fiscales, indican que se trata de una política pública fuertemen-
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te expuesta a presiones políticas, poco transparente, que no permite 
un control sobre los recursos públicos invertidos ni sobre los procedi-
mientos utilizados para la restitución de territorios reivindicados por 
los pueblos indígenas. Se señala también que se trata de una política 
pública fuertemente reactiva a los conflictos ocasionados por algunas 
comunidades indígenas, basada en criterios mercantiles, que no tiene 
un procedimiento estructurado y transparente que permita dar solu-
ción definitiva a los problemas territoriales de los pueblos indígenas. 
Y, junto con ello, la sostenida negativa a considerar la restitución de 
los territorios ancestrales y a contemplar mecanismos de solución que 
consideren dichos territorios no permite augurar una mejor relación 
de los pueblos indígenas con el Estado de Chile. A fin de avanzar en 
la solución de estas demandas, se recomienda generar un proceso par-
ticipativo, impulsando un dialogo con las comunidades indígenas del 
país, especialmente con el pueblo mapuche, para establecer las deman-
das de territorios, las políticas públicas de restitución de territorios y 
recursos naturales; incrementar los presupuestos destinados al Fondo 
de Tierras de CONADI, de modo de agilizar la restitución a los pueblos 
indígenas de las tierras de propiedad legal y/o ancestral de las que han 
sido privados; y considerar la utilización de nuevos mecanismos como 
la expropiación por causa de interés público, con el fin de garantizar la 
celeridad y efectividad de la acción del Estado en la restitución de las 
tierras de ocupación ancestral de los pueblos indígenas.

La exigencia de una consulta previa, libre e informada (CLPI) res-
pecto a los actos que son susceptibles de afectar directamente a los 
pueblos o comunidades indígenas es el tema desarrollado por los in-
vestigadores Alonso Barros y Judith Schönsteiner en el capítulo “Di-
ligencia debida: Proyectos de inversión, propiedad sobre los recursos 
naturales y consulta libre, previa e informada a los pueblos y comuni-
dades indígenas concernidos”. El capítulo analiza, a la luz de la norma-
tiva internacional, especialmente del Convenio 169 de la OIT y de la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas (DNUDPI), y los estándares para empresas en materia de de-
rechos humanos, la CPLI en relación a proyectos de inversión mineros 
en Chile; revisa el cumplimiento por Chile de las obligaciones interna-
cionales en los procesos de adopción del reglamento del SEIA (DS 40), 
así como en el proceso de la “Mesa de Consenso” que reglamentó (me-
diante el DS 66) la CPLI en reemplazo del Decreto 124 de MIDEPLAN; 
y evalúa en qué medida dichos reglamentos están conformes al dere-
cho internacional y si le permiten a Chile sostener ante la comunidad 
de naciones que ha cumplido con sus obligaciones internacionales en 
la materia. Se concluye que, tanto los procesos de elaboración de esos 
instrumentos como en lo sustantivo no se satisfacen los estándares 
impuestos por el derecho internacional. Ante esto, se recomienda dar 
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prioridad a la adecuación a los estándares internacionales de la regula-
ción sobre CPLI e inversiones; especialmente, que se obligue a la CPLI 
de todos los actos administrativos y legislativos susceptibles de afectar 
a los pueblos indígenas. Además, el capítulo analiza los estándares 
requeridos por parte de los inversionistas, especialmente en los casos 
que el Estado no cumple con su deber de garante de los derechos de los 
pueblos indígenas. En ese contexto, se recomienda que las empresas 
mineras debieran cumplir con los estándares internacionales aun en 
situaciones en las que el Estado no requiere la consulta, tales como el 
otorgamiento de concesiones, derechos de aguas, o exploraciones.

Para el Centro de Derechos Humanos y la Facultad de Derecho de 
la UDP ha sido una constante preocupación el análisis de la situación 
de nuestro sistema carcelario y las políticas criminales desde la pers-
pectiva de los derechos humanos. Este Informe no es la excepción: 
en el trabajo de los investigadores Olga Espinoza, Fernando Martínez 
y Guillermo Sanhueza, “El impacto del sistema penitenciario en los 
derechos humanos: La percepción de las personas privadas de liber-
tad”, se aborda la situación de los derechos humanos en el sistema 
penitenciario de Chile, a partir del análisis de la relación entre política 
penitenciaria y derechos humanos, durante el último lustro, desde la 
doble perspectiva de los estándares normativos internacionales y de la 
opinión de las personas privadas de libertad. De esta forma, se logra 
contrastar el marco jurídico y de política pública, con los datos obteni-
dos a través de una encuesta de auto reporte, para establecer algunas 
hipótesis y delinear conclusiones y recomendaciones. En lo central se 
concluye que en Chile los avances en materia penitenciaria aún distan 
de ordenarse en un diseño de política pública integral, capaz de tra-
ducirse en una mejor satisfacción de las necesidades de las personas 
privadas de libertad y, con ello, en un mayor ajuste a los estándares 
internacionales de derechos humanos. Se señala que persisten proble-
mas graves, como la sobrepoblación y consecuente hacinamiento de 
los internos en una considerable cantidad de cárceles. La mantención 
de este problema revela una inadecuada política estatal en materia de 
infraestructura penitenciaria, pero, por sobre ello, la carencia de una 
política criminal dirigida a potenciar los sistemas semiabiertos (Cen-
tros de Educación y Trabajo) y abierto. A fin de remediar estas falen-
cias, se recomienda, entre otras cosas, fortalecer y diversificar los me-
canismos de control externo de la ejecución penal, potenciando el rol 
del Programa de Defensa Penitenciaria de la Defensoría Penal Pública, 
así como intensificar el control jurisdiccional e instalar el Mecanismo 
Nacional de Prevención de la tortura; aumentar la inversión en me-
jorar la formación del personal institucional, tanto de oficiales como 
de suboficiales, así como del personal técnico. Ello incluye seguir in-
corporando transversalmente un enfoque de derechos humanos en la 



14

formación de los gendarmes, avanzando hacia una mayor coherencia 
con la misión institucional (no solo de custodia, sino también de re-
inserción) y hacia el desarrollo de perfiles de carrera diferenciados y 
oportunidades de formación permanente para su personal.

El análisis, desde una perspectiva de los derechos humanos, de los 
organismos genéticamente modificados (OGM) es el tema que aborda 
la investigadora Ignacia Mewes en su capítulo “Medio ambiente y de-
rechos humanos: Organismos genéticamente modificados y derechos 
del obtentor vegetal”. En él se identifican y analizan los principales 
aspectos involucrados en el debate generado en torno a la utilización 
de organismos genéticamente modificados en la agricultura, y los ries-
gos socioeconómicos y ambientales que su empleo genera, así como 
las preocupaciones que surgen del consumo de este tipo de alimentos, 
incluyendo aquellos que contienen algún ingrediente o aditivo de esta 
naturaleza. Al respecto, el capítulo destaca la falta de transparencia 
que existió por años en nuestro país respecto de los cultivos transgé-
nicos autorizados por el SAG, los pocos espacios de participación con 
que cuenta la ciudadanía, las carencias regulatorias e institucionales 
existentes en la materia, así como las dificultades que plantea para 
la conservación de nuestro patrimonio genético y para los derechos 
de los pequeños agricultores y comunidades indígenas la adhesión de 
Chile a la versión 91 del Convenio UPOV. A fin de remediar estas fa-
lencias, se recomienda, entre otras cosas, ratificar el Protocolo de Car-
tagena sobre Seguridad de la Biotecnología, dictar una Ley de Bases 
de Bioseguridad que sea fruto de un amplio consenso político y ciu-
dadano, y dictar en el más breve plazo los reglamentos y resoluciones 
que están pendientes y que son necesarios para aplicar disposiciones 
legales relevantes en esta materia.

Una de las áreas más relevantes de la labor del Centro de Derecho 
Humanos de la UDP, manifestada en la existencia de una Clínica de 
Migrantes y Refugiados y en capítulos de Informes anteriores, es la 
realidad de migrantes y refugiados en Chile. En este año, el capítulo 
“Derechos de los migrantes y refugiados” fue elaborado por los inves-
tigadores Patricio Rojas y Víctor Hugo Lagos, los que realizan un diag-
nóstico de la situación actual de las personas migrantes y solicitantes 
de refugio que residen en el país, examinando, por una parte, las prin-
cipales vulneraciones de derechos humanos producto de una norma-
tiva legal desactualizada y cómo se han abierto, estos últimos años, 
alternativas para la efectiva protección de estos derechos y, por otra 
parte, realizando un análisis acerca de la efectividad de la Ley 20.430, 
que establece disposiciones sobre refugiados en el país desde 2010. Se 
concluye, en base al tratamiento que los migrantes reciben por parte 
de la administración del Estado, que Chile necesita un cambio legisla-
tivo en la materia para responder al fenómeno migratorio actual. Chile 



15

carece actualmente de una política migratoria clara y con un enfoque 
de derechos humanos, implementando soluciones parche que no han 
tenido una debida aplicación en los casos que lo ameriten. En materia 
de refugio, si bien la entrada en vigencia de la Ley 20.430 significó 
un gran avance en lo relativo a la temática y en general de la legisla-
ción relativa a los derechos humanos de las personas extranjeras en 
nuestro país, su aplicación, al menos hasta el 2013, no fue satisfactoria 
respecto a los estándares de derechos humanos, lo que provoca que 
Chile vulnere los instrumentos internacionales ratificados. En base a 
lo anterior, se recomienda que el Estado de Chile lleve a cabo un nuevo 
marco regulatorio en materia de migración, el que en su discusión y 
aprobación debe incorporar las recomendaciones del Consejo de Dere-
chos Humanos y de los órganos de tratados; en materia de protección 
de refugiados, es necesario que elimine las prácticas arbitrarias que li-
mitan el ejercicio pleno del derecho al asilo. Por último, se recomienda 
corregir las prácticas discriminatorias en frontera por parte de la PDI, 
en particular mejorando el monitoreo y la capacitación de los funcio-
narios.

En el Informe 2013 se abordó una temática novedosa, al menos en 
Chile, en materia de derechos humanos: la salud mental como derecho 
humano. Este año, profundizando esta línea, las investigadoras Elisa 
Ansoleaga y Ester Valenzuela, en su capítulo titulado “Derecho a la sa-
lud mental: La infancia olvidada”, estudian cómo el Estado cumple sus 
obligaciones en esta materia particular. Para ello, el capítulo examina 
la situación relacionada con el estado de salud mental de niños, niñas 
y adolescentes (NNA) chilenos/as, analizando la oferta de programas 
públicos y las posibilidades de acceso a la promoción y a la atención en 
salud mental. Se concluye que los resultados son dramáticos y se cons-
tata la presencia de importantes inequidades sociales, que, mediante 
procesos de discriminación, impiden el acceso oportuno, equitativo y 
de calidad, vulnerando con ello los derechos de NNA. De esta forma, 
se afirma, el Estado está en deuda con un derecho que es fundamental 
para el desarrollo y ejercicio de otros derechos. A fin de remediar lo 
anterior, se recomienda, entre otras cosas, destinar más recursos para 
la prevención, promoción y atención en salud mental infanto juvenil 
de acuerdo con las características del sistema de salud del país y las 
necesidades de la infancia, evitando la discriminación social que hoy 
atraviesa la provisión de este servicio; elaborar una ley de protección 
integral de derechos de la infancia que incorpore dentro de su norma-
tiva la salud mental de NNA; y elaborar una política nacional de salud 
mental infanto-juvenil que establezca los recursos y mecanismos por 
los cuales se hacen efectivos y reclamables los derechos de NNA.

Los derechos de los niños, niñas y adolecentes son también materia 
de preocupación del capítulo de las investigadoras Camila de la Maza 
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y María Paz Riveros, titulado “Derechos humanos de la infancia y ado-
lescencia: Política pública de protección de derechos fundamentales 
de niños, niñas y adolescentes”. Su estudio se enfoca en el sistema de 
protección de derechos de NNA en Chile, observando la política públi-
ca infanto juvenil, a través de las normas que la conforman y el modo 
de operar del sistema, preguntándose si estos han dado una respuesta 
acorde a las recomendaciones que distintos organismos de derechos 
humanos han formulado a Chile, de acuerdo a las obligaciones que el 
Estado ha contraído. Se focaliza también en la situación de aquellos 
NNA que se encuentran bajo el cuidado del sistema de residencias. De 
este estudio se concluye que el Estado actúa aún a partir de la doctrina 
de la situación irregular, luego de 24 años de ratificada la Convención 
de Derechos del Niño, no logrando adaptar sus normas y sus prácticas 
a la protección integral de derechos; que no existe intervención estatal 
integral y sistemática que mire a la infancia como un todo, habiendo 
una carencia de una institucionalidad que pueda formular y aplicar 
la política pública, lo que se manifiesta, entre otras cosas, en que el 
Estado no cuenta con estadísticas que le permitan conocer exhausti-
vamente la situación real de los NNA intervenidos. Y, en materia de 
residencias, se concluye que aquellos NNA que se encuentran bajo el 
cuidado del sistema de residencias, están en una situación de grave 
vulneración de derechos. La constatación de estas realidades funda-
menta que se recomiende dictar una ley de promoción y protección 
integral de derechos, derogando la actual Ley de Menores; fortalecer 
institucionalidad infanto juvenil con mayores atribuciones y presu-
puesto para que pueda efectivamente articular la política pública y 
realizar un adecuado trabajo intersectorial que permita un abordaje 
integral de las necesidades de NNA. Y en cuanto al sistema residencial, 
se señala que es urgente que se trate efectivamente de una medida 
de última ratio y excepcional, y en consecuencia se apliquen causales 
claras y específicas que funden la medida de separación con la familia 
de origen, determinando plazos para internación y efectivo control de 
la judicatura sobre ellos.

Otro aspecto de los derechos de niños, niñas y adolecentes que abor-
da el presente Informe es la cuestión de cómo el sistema educativo inte-
gra la realidad de los estudiantes con discapacidad. Las investigadoras 
Pilar Muñoz y Liliana Ramos, en su trabajo “El derecho a una educa-
ción inclusiva y de calidad para estudiantes en situación de discapa-
cidad en Chile”, analizan aspectos relativos a la implementación de la 
Convención sobre Derechos de Personas con Discapacidad (CDPcD) en 
Chile, particularmente en lo referido al derecho a la educación en el 
sistema escolar, en los niveles de educación básica y media. El infor-
me muestra que, si bien en Chile se evidencian avances respecto de 
los desafíos educativos planteados por la Convención, existen vacíos 
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importantes que deben ser abordados para asegurar el acceso y per-
manencia de las personas en situación de discapacidad en sistemas 
escolares inclusivos y con foco en el aprendizaje de todos y todas. Estos 
vacíos se agudizan por la ausencia de disposiciones legales efectivas 
que aseguren los mandatos de la CDPcD en materia de educación y por 
la presencia de instrumentos legales que no se ajustan a su enfoque 
sobre discapacidad y educación inclusiva. Se afirma que la realidad 
chilena es la de un país que mantiene un sistema de educación segre-
gado para NNA con discapacidad, el cual convive con un sistema esco-
lar común que, en forma parcial y voluntaria, ofrece algunos espacios 
para que estudiantes con discapacidad puedan ser parte de él. Para 
ajustar esta realidad a las exigencias del derecho internacional de los 
derechos humanos, se recomienda, entre otras cosas, alinear los diver-
sos instrumentos legales que brindan orientaciones sobre la inclusión 
de estudiantes con discapacidad a los planteamientos de la CDPcD. La 
Ley 20.422 debiera ser más robusta al establecer el derecho de los es-
tudiantes con discapacidad a una educación básica y media inclusiva, 
que asegure la no discriminación por motivos de discapacidad; urge la 
creación de políticas que hagan valer los planteamientos de la CDPcD 
y de la Ley 20.422 en el ámbito educativo; y el Decreto 170 debiera re-
formularse, eliminando el enfoque clínico que lo sustenta, que asocia 
en forma directa las necesidades educativas especiales a la presencia 
de déficits o trastornos. También aparece como necesario instalar, en 
términos comunicacionales y de decisiones educativas, el enfoque de 
la educación inclusiva como un asunto que le compete a la educación 
general, en que la educación especial puede actuar colaborativamente, 
pero no como responsable. 

Otra temática que ha sido constante en los Informes anteriores  son 
los derechos de las personas LGTBI. En este año, los investigadores 
Juan José Álvarez y Tomás Vial, en el capítulo “Homoparentalidad en 
Chile y derechos humanos”, abordan cómo el Estado asegura el igual 
ejercicio de la parentalidad y maternidad en Chile, tanto en filiación y 
adopción como en procesos de fertilización asistida, de hombres y mu-
jeres gay, lesbianas y trans. Se concluye que hoy la normativa chilena 
desconoce y niega ese derecho a esa parte de la población chilena, lo 
que constituye una infracción a los compromisos que Chile ha toma-
do con la comunidad internacional. Para remediar esta situación, se 
recomienda establecer, tanto en el proyecto de Acuerdo de Vida Pareja 
como en cualquier proyecto futuro de matrimonio igualitario, la igual-
dad de condiciones de parejas del mismo sexo con las heterosexuales 
en materia de cuidado y tuición de los hijos; la dictación de una ley 
que asegure a todas las personas un igual acceso a las técnicas de fer-
tilización asistida, incluyendo a las personas LGTBI y a las parejas del 
mismo sexo; y modificar la ley de adopciones en el sentido expreso 
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de reconocer a las personas LGTBI como posibles adoptantes y, en el 
caso de parejas del mismo sexo, que su tratamiento sea igual al de las 
heterosexuales. 

La publicación del Informe de Derechos Humanos 2014 no hubiera 
sido posible sin el dedicado esfuerzo de los autores de los diversos 
capítulos que este contiene, así como el de numerosos ayudantes alum-
nos de la UDP. El Centro de Derechos Humanos quiere agradecerles a 
todos y a todas este esfuerzo mancomunado. Se agradece en particular 
a Susana Kuncar, periodista de la Facultad de Derecho, sin la cual el 
Informe no podría ser difundido, y el valioso trabajo de organización 
y apoyo prestado por Carmen Gloria Álvarez. También quisiéramos 
destacar el dedicado y acucioso trabajo de edición de Sergio Missana, 
que tendrá siempre algo que decirnos sobre nuestra forma de escri-
bir y en ayudarnos a transmitir mejor nuestro análisis, y la generosa 
colaboración de los ayudantes Sebastián Latorre e Israel Meliqueo en 
este aspecto. Se agradece, finalmente, a Felipe Gana y Matías Rivas, 
de Ediciones UDP, por su valioso apoyo en la edición de este Informe, 
así como a la misma Universidad por apoyar económicamente su pu-
blicación. 

Dr. Tomás Vial Solar
Editor General

Dra. Judith Schönsteiner
Directora del Centro de Derechos Humanos de la UDP
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SÍNTESIS1

De acuerdo a las últimas cifras de empleo en Chile, las trabajadoras de 
casa particular, (en adelante, TCP), alcanzan a más de 300 mil. El infor-
me da cuenta de violaciones a las normas laborales tales como condi-
ciones de empleo, descansos diarios, y cumplimiento de leyes previsio-
nales. Las normas del Código del Trabajo establecen un régimen legal 
diferenciado que facilita los abusos y refuerza condiciones de vulnerabi-
lidad para estos trabajadores. 

Las reformas al régimen legal de las TCP no han sido parte de la 
agenda de género de los últimos gobiernos, quedando relegadas al espa-
cio de la cartera sectorial, sin que se haya advertido el impacto que las 
condiciones laborales de las TCP tienen sobre la estructura de la econo-
mía del trabajo remunerado y no remunerado. Las propuestas legales 
impulsadas en los últimos años buscan corregir parcialmente la jorna-
da, manteniendo el afán político de hacer cambios hacia una igualdad 
dosificada o progresiva, a pesar de reconocer que la situación es de un 
estatus desigual para estas trabajadoras. La reducción progresiva de la 
jornada de trabajo, que en la actualidad puede alcanzar hasta 72 horas 
semanales, pone al descubierto la resistencia a modificar un sistema de 
trabajo con resabios de un régimen de servidumbre y explotación. 

Un régimen diferenciado en las condiciones laborales de protección 
y reclamación de derechos entre las TCP y el resto de los trabajadores 
perpetúa un subsidio de las más pobres y marginadas, a quienes tienen 
más. Adicionalmente, las políticas migratorias incrementan las condi-
ciones de vulnerabilidad de las TCP extranjeras, facilitando la violación 
de sus derechos laborales. La intervención directa del Estado, mediante 
la modificación del régimen legal y acciones de promoción y fiscaliza-
ción, es necesaria para terminar con las condiciones que invisibilizan y 
discriminan contra las TCP. 

PALABRAS CLAVE: Trabajadoras de casa particular, discriminación, dere-
chos laborales, migración

1 Lidia Casas y Helena Olea. Asistentes: Nicolás Godoy, Valentina Salazar, Antonia Vila y Jimena 
Lizama. Agradecemos los aportes de Francisca Vargas.
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INTRODUCCIÓN

El trabajo doméstico ha estado tradicionalmente invisibilizado. A pe-
sar de que las tareas de cuidado y reproducción son necesarias para 
la vida humana, no son justamente valoradas por el mercado laboral 
y no se encuentran adecuadamente protegidas en las normas lega-
les y por las autoridades judiciales y administrativas. Las TCP tienen 
condiciones de trabajo más gravosas, las normas no las protegen, y 
las instituciones no cumplen sus funciones de vigilancia y control de 
la misma forma que lo hacen con el resto de los trabajadores. Esto es 
una realidad en muchos lugares del mundo, incluyendo a Chile. Las 
TCP son discriminadas por la ley, las prácticas y la sociedad. Aunque 
hay hombres que desempeñan funciones como TCP, por tratarse de 
una ocupación mayoritariamente femenina, nos referiremos a ellas 
en género femenino.

Se estima que, por lo menos desde el siglo XIX, a partir de la sepa-
ración de los ámbitos de la vida pública y privada, a los varones se les 
asignó la responsabilidad de proveer económicamente y las mujeres el 
cuidado del hogar y de los hijos. A esta división del trabajo, se unieron 
las representaciones culturales de lo masculino y lo femenino, que no 
solo repercuten en la distribución de las tareas en la familia, sino tam-
bién en los nichos laborales. Las tareas de cuidado (salud, educación, 
limpieza) son tradicionalmente ocupadas por mujeres, y se encuentran 
en la base de la jerarquía y el prestigio social.2 

En muchas familias, las tareas domésticas son realizadas por las 
mujeres de la casa de manera no remunerada como “dueñas de casa” 
y, para muchas otras, como una doble jornada, ocupándose de su 
propia casa luego de terminar su jornada laboral remunerada. Este 
trabajo se encuentra invisibilizado al no ser remunerado, y por tra-
tarse de actividades que suelen naturalizarse como femeninas. Pau-
latinamente, se observa una lenta incorporación de los hombres a las 

2 Catalina Wainerman (comp.), Familia, trabajo y género: Un mundo de nuevas relaciones, Bue-
nos Aires, Fondo de Cultura Económica, 2003, pp. 9 – 17.
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tareas domésticas, sobre todo en aquellas familias en las que mujeres 
y hombres desarrollan actividades remuneradas fuera de la casa.

En otras familias, se acude a la contratación de TCP para realizar 
el trabajo doméstico. En muchos casos, la TCP permite que los adul-
tos puedan desempeñarse laboralmente en jornadas de trabajo com-
pletas, al haber una tercera persona supliendo su rol en las tareas do-
mésticas y de cuidado de los miembros de la familia. Si hace algunos 
años la institución de la nana era vital para el cuidado de niños, hoy 
lo es para los ancianos y enfermos. Se trata de una verdadera cadena 
de cuidado, que, por las actuales características de la migración y el 
empleo, es de carácter transnacional. La Nueva Encuesta Nacional de 
Empleo, correspondiente al trimestre marzo-mayo de 2014, muestra 
que en Chile existe un total de 325.970 personas que se dedican al 
servicio doméstico, correspondiendo un 96% a mujeres y un 4% a 
hombres. Un 16% corresponde a trabajadoras puertas adentro.3 Para 
algunas familias, la contratación de una TCP es también una comodi-
dad, un servicio personal que es posible pagar. En estos casos, la in-
visibilización y la falta de valor del trabajo doméstico se mantienen, 
ya sea que lo haga un miembro de la familia o un tercero, si se trata 
de trabajo remunerado o no.

Las TCP son tratadas por la normativa como trabajadoras de segun-
da o tercera clase, con menos derechos laborales y protección. Ello ma-
nifiesta una discriminación de iure la ley sitúa a estas trabajadoras en 
condiciones de desigualdad, en que el género y la clase se entremezclan 
y se profundizan con el origen étnico y/o nacional. Existe una discri-
minación directa: la ley les otorga un tratamiento diferenciado que no 
se encuentra justificado. Además, se observa una discriminación por 
impacto o resultado, ya que las leyes y las políticas públicas tienen un 
efecto adverso en este grupo de trabajadoras, agravando y permitiendo 
que esa discriminación se mantenga o exacerbe. 

El propósito de este capítulo es analizar la situación de las TCP 
en Chile, a la luz de los estándares internacionales. En el análisis 
se considerarán elementos fundamentales de la relación laboral de 
estas trabajadoras: contratación, salario, jornada laboral, dormitorio 
y alimentación, funciones o tareas, y violencia en el trabajo. Más 
adelante se desarrollarán los estándares internacionales aplicables a 
este grupo de trabajadoras. Luego se abordará la terminación de la 
relación laboral y la reclamación de derechos, ya sea en sede admi-
nistrativa o judicial. Por último, se analizarán los proyectos legislati-
vos presentados y en discusión en el Congreso Nacional. A partir de 
lo anterior se formularán recomendaciones. 

3 Instituto Nacional de Estadística (INE), Nueva Encuesta Nacional de Empleo, Informe trimestre 
marzo-mayo 2014.
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Este informe no hubiera sido posible sin las voces de las propias 
trabajadoras. Se realizaron entrevistas de discusión grupal, con tra-
bajadoras puertas adentro, chilenas y extranjeras; y entrevistas in-
dividuales a trabajadoras y dirigentas de sindicatos de Santiago y 
provincia; entre abril y junio de 2014.4  Se entrevistó al sub-director 
de la Dirección del Trabajo (en adelante, DT), al jefe de la Corpora-
ción de Asistencia Judicial de la Región Metropolitana y a la jefa de 
la Unidad de Reformas Legales del Servicio Nacional de la Mujer. 
Se ha considerado además la experiencia en la tramitación de casos 
laborales y migratorios de la Clínica de Migrantes y Refugiados de la 
Universidad Diego Portales.

1.LA LEY

Aparentemente, no existe justificación para el tratamiento diferen-
ciado del contrato de TCP, ubicado en el Título II del Código del 
Trabajo, en el Capítulo V, “De los Contratos Especiales”, con respec-
to al régimen legal general o regular.5 El antecedente histórico se 
encuentra en los artículos 1.987 a 1.995 del Código Civil, sobre el 
arrendamiento de criados domésticos, en que se manifiesta la con-
tradicción entre la supuesta igualdad de condiciones de contratación 
entre amo y criado, y la desigualdad material y de poder bajo la cual 
se establecía esta relación. Esta supuesta igualdad implicaba, entre 
otras cosas, que el criado no podía “retirarse inopinadamente sin 
grave incomodidad o perjuicio para el amo”, so pena de pagar una 
indemnización, lo que también se establecía para el caso en que se 
retirara antes del plazo estipulado.6  Los artículo 1.987 a 1.991 del 
Código Civil fueron derogados en 1931, cuando el primer Código del 
Trabajo tomó algunas de estas disposiciones bajo la figura de un con-
trato de servicios a casas particulares. Este tipo de labor no requería 
de un contrato, sino que podía consensuarse con el empleador bajo 
condiciones aparentemente libres. Se cambió la carga de la prueba, a 
quién se creía cuando no había escrituración,7 pero se establecieron 
normas similares a las del Código Civil, en lo relativo al desahucio: la 
muerte del amo/empleador no terminaba la relación, la cual subsistía 
en cabeza de sus herederos, pero sí terminaba por la existencia de 
una enfermedad contagiosa del amo o del criado.8 

4 Se realizaron 20 entrevistas a TCP, además de la observación/experiencia en el trabajo clínico 
de la Facultad de Derecho de la Universidad Diego Portales. Las trabajadoras firmaron un con-
sentimiento informado para su participación en las entrevistas.
5 Código del Trabajo, arts. 146 a 152.
6 Código Civil, arts.1.989 y 1.991. Una disposición obligaba a las nodrizas a permanecer forzo-
samente en el servicio si no existía una reemplazante.
7 Ibíd., art. 1.995.
8 Ibíd., art. 1.993.
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Hoy se reproduce la distinción histórica de sirvientes/amos del Có-
digo Civil en el espacio doméstico, contexto en el que se instala la ló-
gica del Código del Trabajo y las prácticas y discursos que tratan a los 
sirvientes, ahora denominados TCP, como parte de la familia.9 

La expresión “ser parte de la familia” aparece recurrentemente en 
los relatos de las TCP. Muchas trabajadoras indican que se quedan en 
un empleo a pesar de las malas condiciones porque se acostumbran, 
porque sienten afecto hacia los niños que cuidan y crían, y porque, 
a veces, sus empleadores les dicen que son parte de la familia. Pero 
algunas de ellas ironizan sobre el calificativo: 

Dicen que somos como parte la familia. ¿Parte de la familia? 
Parte de la familia pero duerme en una pieza así (gesto con las 
manos de chiquitito), tiene un baño así, come en la cocina, y 
no anda con ropa de calle como los hijos, anda con delantal. 
Parte de la familia… (chilena).

Una trabajadora extranjera relató que, aunque su empleador decla-
raba que ella era “como una hija”, cuando enfermó y recibió una indi-
cación médica de mejorar su dieta en proteínas, fue despedida. 

En posteriores reformas a las normas laborales, se han modificado 
paulatinamente algunas de las normas relativas a TCP, pero se man-
tienen su carácter especial, con normas diferenciadas del resto de los 
trabajadores en Chile en aspectos tales como jornada laboral, termi-
nación de la relación laboral e indemnización y fiscalización, como 
se detalla a continuación. A pesar de los avances que representan las 
reformas adoptadas, no hay justificación para la ausencia de una mo-
dificación sustancial al régimen de las trabajadoras de casa particular, 
que continúa diferenciándolas del resto de los trabajadores. Estas dife-
rencias representan ventajas para el los empleadores y en ningún caso 
para las TCP.

La diferencia en el tratamiento jurídico de las TCP implica que se 
las considera inferiores a cualquier otro tipo de trabajador. En concre-
to, no están reguladas las limitaciones a las facultades del empleador, 
pudiendo, por ejemplo, imponer una jornada laboral más extensa. Las 
disparidades entre TCP y el resto de los trabajadores pueden apreciar-
se en el cuadro 1:

9 El art. 815 del Código Civil hace alusión a los miembros de la familia cuando regula el derecho 
de uso y habitación: “El uso i la habitación se limitan a las necesidades personales del usuario 
o habitador. En las necesidades personales del usuario y habitador se comprenden las de su 
familia. La familia comprende la mujer i los hijos lejítimos i naturales… comprende asimismo el 
número de sirvientes necesario para la familia”.
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Cuadro 1: Tratamiento legal de los trabajadores en el Código del Tra-
bajo

Trabajador común Trabajadora de casa particular 

Contrato Obligatorio. Obligatorio.

Remuneración 
mínima Salario mínimo.

Hasta 2011 era el 75% del salario 
mínimo. 
Actualmente es el salario mínimo.

Jornada sema-
nal 45 horas semanales. 

Puertas afuera: no podrá exceder de 
72 horas semanales. Una hora de 
descanso.
Puertas adentro: no está sujeta a 
horario. Debe tener un descanso 
absoluto de 12 horas y mínimo de 9 
ininterrumpidas entre el término de 
la jornada y la siguiente.

Descanso 
semanal

El domingo y los que se 
declaren festivos.

Puertas afuera: el domingo y los que 
se declaren festivos. 
Puertas adentro: un día completo 
que podrá ser fraccionado en dos 
medios a petición del trabajador.

Horas extraor-
dinarias

Se pagan con un 50% de 
recargo. No están previstas.

Festivos
Derecho al festivo que 
declare la ley.

Derecho al festivo. Podrá pactarse 
que se tome en un día distinto.  Si 
no se toma en los siguientes 90 días, 
caduca.

Protección al 
trabajo por 
enfermedad

Se debe mantener el em-
pleo durante la duración 
de la licencia de enfer-
medad.

Se conserva el empleo por 8 días sin 
remuneración si tiene menos de 6 
meses de contrato, 15 días si tuviera 
más de 6 pero menos de 12 meses 
y hasta 30 días si tuviera más de 12 
meses.

Término de la 
relación laboral Regulada por causales. Desahucio: sin causal.

Mes de aviso Mes de aviso. Mes de aviso.

Indemnización 
por despido

Sin causal justificada: 1 
mes por año de servicio, 
límite legal 11 años.

4.11% del salario mensual

Leyes sociales

Pensión 2% Seguro de invalidez y 
sobrevivencia, 10% Fondo 
de pensión.

12% Seguro de invalidez y sobrevi-
vencia  + fondo de pensión

Salud 7% Previsión de salud. 7% Previsión de salud.

Seguro de 
cesantía

0,6% Seguro de cesantía  
(contrato indefinido), 3% 
Seguro de cesantía (con-
trato de plazo fijo)
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Una serie de reformas y proyectos legales ha buscado mejorar las 
condiciones laborales de las TCP, equiparándolas progresivamente con 
el resto de los trabajadores. En la práctica, la aplicación de algunas 
de esas modificaciones resulta ineficaz, principalmente por la falta de 
fiscalización. Así, la existencia del fuero maternal es letra muerta para 
las trabajadoras puertas adentro, por no poder continuar laborando 
con sus bebés. Lo mismo ocurre con la duración de la jornada laboral, 
particularmente para las trabajadoras puertas adentro. Adicionalmen-
te, se observan grandes déficits, por la falta de fiscalización, en las 
condiciones de alojamiento y alimentación. 

2. ESTÁNDARES INTERNACIONALES

La protección de las TCP ha sido una preocupación constante de los 
órganos de protección internacional de los derechos humanos. Esto se 
explica por la ausencia de medidas eficaces de protección y garantía de 
sus derechos laborales, dado el contexto en el que se desarrolla la re-
lación laboral. La cercanía del trabajo doméstico con la servidumbre o 
el trabajo esclavo, ha generado preocupación constante en los órganos 
de protección de los derechos humanos, particularmente en relación a 
aquellas sociedades donde las TCP residen en su lugar de trabajo.

Existe un instrumento particular, el Convenio sobre el trabajo de-
cente para las trabajadoras y los trabajadores domésticos de la Orga-
nización Internacional del Trabajo, de 2011 (en adelante, Convenio 
189), que fija estándares específicos. Chile solo recientemente inició 
el proceso interno para su ratificación. Parte de la discusión en torno 
a ello se ha centrado en las reformas legales necesarias para que Chile 
pueda adquirir y cumplir las obligaciones internacionales derivadas 
del mismo.

El Convenio 189 establece las siguientes obligaciones: promover y 
proteger los derechos humanos de todos los trabajadores domésticos; 
fijar una edad mínima para los trabajadores domésticos que no puede 
ser inferior a la mínima legal; establecer protecciones contra el abuso, 
el acoso y la violencia; y adoptar medidas para que los trabajadores 
domésticos disfruten de condiciones de empleo equitativas y de trabajo 
decente. El Convenio 189 expresamente establece que los Estados de-
ben asegurar condiciones de vida decentes, que respeten la privacidad 
de aquellos trabajadores que residen en el hogar en el que trabajan. El 
artículo 7 del Convenio establece los elementos que debe contener el 
contrato de trabajo, que coinciden con los establecidos en la legislación 
laboral chilena, incluyendo las condiciones de repatriación cuando pro-
ceda, lo cual se encuentra incluido en las cláusulas especiales de las 
contratos de trabajo para personas extranjeras que solicitan visa sujeta 
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a contrato.10 El Convenio incluye, en el artículo 8, normas particulares 
para los trabajadores domésticos migrantes. El artículo 9 contiene pro-
tecciones para los trabajadores puertas adentro. El artículo 10 especifi-
ca la igualdad de trato entre trabajadores domésticos y el resto de los 
trabajadores en relación a la jornada de trabajo, la compensación por 
horas extraordinarias, los períodos de descanso diario y semanal y las 
vacaciones pagadas o feriado legal. El Convenio 189 explicita que el 
descanso semanal deber ser de por lo menos 24 horas consecutivas y 
agrega que los periodos en los que los trabajadores domésticos no dis-
ponen de su tiempo y permanecen a disposición del hogar para respon-
der a posibles requerimientos de sus servicios deben considerarse como 
horas de trabajo. El artículo 11 establece la obligación de asegurar el 
pago del salario mínimo. El artículo 12 estipula obligaciones en materia 
de pago del salario. Los artículos 13 y 14 contemplan protecciones en 
materia de seguridad, salud y seguridad social. El artículo 15 establece 
el deber de los Estados de proteger a los trabajadores domésticos contra-
tados por agencias de empleo, de prácticas abusivas. El Convenio 189 
incluye en el artículo 16 el deber de garantizar la protección judicial, y 
el artículo 17 se refiere al deber de establecer mecanismos de queja, me-
dios eficaces y accesibles para asegurar el cumplimiento de las normas 
nacionales, y al deber de poner en práctica medidas relacionadas con 
la inspección del trabajo, la aplicación de normas y sanciones. Agrega 
este artículo: “En la medida en que sea compatible con la legislación 
nacional, en dichas medidas se deberán especificar las condiciones con 
arreglo a las cuales se podrá autorizar el acceso al domicilio del hogar, 
en el debido respeto a la privacidad”.

Además, son aplicables a las TCP todos los estándares internacio-
nales relativos a los trabajadores, a los que se agregan aquellos que 
se refieren en particular a los trabajadores migratorios, en razón de 
la importante presencia de mano de obra inmigrante en este rubro. 
A este respecto, resulta relevante el marco internacional desarrollado 
por el Relator de las Naciones Unidas sobre los derechos humanos de 
los migrantes, François Crépeau, en su informe anual del 2014, que se 
centra en la explotación laboral de los migrantes. Los instrumentos in-
ternacionales que incluye dentro de este marco el Relator son: la Decla-
ración Universal de Derechos Humanos, particularmente los artículos 
4, 23 y 24; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales en sus artículos 6 a 10; el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos en los artículos 8, 22 y 26; la Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 

10 Las cláusulas adicionales incluyen que el contrato de trabajo está sujeto a condiciones: la 
autorización para trabajar de una persona extranjera, la obligación del empleador de pagar el 
pasaje de regreso del trabajador y los miembros de su familia, la obligación de cotizar en el 
régimen previsional chileno y de pagar impuestos en Chile.
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(en adelante, Comité CEDAW) en el artículo 11; la Convención Inter-
nacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
Racial, artículo 5; el artículo 32 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño; y el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Dere-
chos del Niño Relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y 
la Utilización de Niños en la Pornografía; la Convención Internacional 
sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migra-
torios y de sus Familias, artículos 7, 11, 25, 26, 40, 43 y 54. Los conve-
nios de la OIT se aplican a las TCP excepto que estén previstos para 
otro tipo de trabajadores. En el contexto del trabajo doméstico pueden 
presentarse situaciones de trata, por lo que también sería aplicable el 
Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, 
Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 
que establece obligaciones de los Estados en materia de prevención y 
sanción de la trata y protección para las víctimas.  

Otro antecedente reciente y relevante es la Resolución 68/179, adop-
tada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en la que se ins-
tó a los Estados a que “hagan cumplir de manera efectiva la legislación 
laboral, en particular, que actúen cuando se infrinja dicha legislación 
con respecto a las relaciones laborales y condiciones de trabajo de los 
trabajadores migratorios, como las relativas a su remuneración y las 
condiciones de salud y seguridad en el trabajo, así como al derecho a 
la libertad de asociación” y se exhortó a los Estados a ratificar el Con-
venio 189 de la OIT.11 

Adicionalmente, los órganos de tratados se han pronunciado respec-
to a la garantía y protección de los derechos de las TCP. La situación de 
trabajadoras que cumplen sus funciones en la casa del empleador, en 
un espacio que en general no comparten con otros trabajadores, que 
es además la casa de habitación del empleador, genera un contexto de 
vulnerabilidad para el trabajador. Esta condición se exacerba en el caso 
de las trabajadoras puertas adentro, ya que su domicilio es su lugar de 
trabajo. De esta forma, la separación entre jornada laboral y jornada 
de descanso, y entre lugar de trabajo y de habitación se hace difusa.12 

El Consejo de Derechos Humanos, en el marco de la reciente Re-
visión Periódica Universal aplicable a Chile, formuló una recomen-
dación específica relativa a las TCP: “Adoptar medidas para que las 
normas relativas al empleo de trabajadores domésticos se cumplan y 

11 ONU, Asamblea General, Resolución 68/179, Protección de los migrantes, UN Doc. A/
RES/68/179, 68º período de sesiones, 28 de enero de 2014, párrs. 4.i y j.
12 CIDH, El trabajo, la educación y los recursos de las mujeres: La ruta hacia la igualdad en la 
garantía de los derechos económicos, sociales y culturales, OAS Doc. OEA/Ser.L/V/II.143 Doc. 
59, 3 de noviembre de 2011, párr. 13.
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respeten plenamente (Irlanda)”.13 Esta recomendación da cuenta de la 
preocupación del órgano político de Naciones Unidas en materia de 
derechos humanos por este grupo particular de trabajadores.

Algunos órganos de tratados se han pronunciado en torno a los de-
rechos de las TCP. Tanto el Comité de Trabajadores Migratorios de 
la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de 
Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familias (en adelante, 
Comité de Trabajadores Migratorios) como el Comité CEDAW, se han 
referido a esta materia.

En 2011, en la primera revisión del Comité de Trabajadores Migra-
torios a Chile, este órgano manifestó su preocupación en torno a la 
vulnerabilidad de las trabajadoras domésticas migratorias, particu-
larmente de aquellas que se encuentran en situación irregular, y que 
son víctimas de condiciones de trabajo abusivas, de malos tratos y de 
explotación laboral. El Comité recomendó al Estado proteger a estas 
trabajadoras “garantizando una mayor y más sistemática vigilancia de 
las condiciones laborales de éstas por parte de los inspectores de tra-
bajo”, como establece la Observación General 1 del Comité, sobre los 
trabajadores domésticos migratorios (2010).14 El Comité también instó 
a Chile a “garantizar que esas trabajadoras migratorias tengan acceso 
efectivo a los mecanismos de presentación de denuncias contra sus 
empleadores y que todos los abusos, incluidos los malos tratos, sean 
investigados y, cuando proceda, sancionados”.15 

En 2012, el Comité CEDAW del Tratado Sobre la Eliminación de To-
das las Formas de Discriminación Contra la Mujer, consideró en parti-
cular la situación de las TCP. El Comité destacó los avances legislativos 
en la materia, incluyendo el proyecto para reducir la jornada laboral. 
Sin embargo, expresó su preocupación por las condiciones precarias 
en las que se encuentran estos trabajadores, especialmente las mujeres, 
por la deficiente aplicación de las normas vigentes y la falta de super-
visión. Por ello, el Comité CEDAW instó a Chile a que:

a) Agilice la promulgación del proyecto de ley 8292-13 relativo al nú-
mero máximo de horas de trabajo a la semana de los trabajadores 
de casa particular y vele por que tanto los trabajadores internos 
como los externos gocen de los mismos derechos a este respecto;

13 Consejo de Derechos Humanos, Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico 
Universal Chile, 26° período de sesiones, UN Doc. A/HRC/26/5, párr. 121.128.
14 Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Fami-
liares, Observación General 1, sobre los trabajadores domésticos migratorios, UN Doc. CMW/C/
GC/1, 23 de febrero de 2011.
15 Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Fami-
liares, Observaciones finales del Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajado-
res Migratorios y de sus Familiares Chile, 15° período de sesiones, UN Doc. CMW/C/CHL/CO/1, 
19 de octubre de 2011, párrs. 36-37.
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b) Adopte todas las medidas necesarias para lograr una mejor apli-
cación de su legislación laboral en relación con los trabajadores 
de casa particular, lo que incluye la realización de inspecciones 
laborales sistemáticas y la realización de actividades de sensibili-
zación dirigidas a las mujeres migrantes en particular;

c) Establezca un plazo para la ratificación del Convenio 189 (2011) 
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre las tra-
bajadoras y los trabajadores domésticos.16 

La discusión internacional general y las recomendaciones particu-
lares formuladas a Chile por los órganos internacionales, particular-
mente del sistema universal, dan cuenta de la importancia creciente 
que tiene la garantía y protección de los derechos de las TCP. Esas 
recomendaciones reflejan la necesidad de considerar la situación par-
ticular de las trabajadoras migrantes, como un subgrupo vulnerable 
dentro de un grupo de trabajadoras discriminado. Las recomendacio-
nes internacionales insisten en la ratificación del Convenio 189, como 
señala el Comité de Trabajadores Migratorios en su Observación Ge-
neral 1:

Por lo general, los trabajadores domésticos migratorios corren 
un riesgo mayor de sufrir determinadas formas de explota-
ción y maltrato. Su vulnerabilidad deriva principalmente de 
su situación de aislamiento y dependencia, que puede carac-
terizarse por los elementos siguientes: el aislamiento que re-
presenta la vida en un país extranjero, en el que a menudo se 
habla un idioma distinto, lejos de la familia; la falta de siste-
mas de apoyo básico y el desconocimiento de la cultura y la 
legislación nacional en materia de trabajo y migración; y la 
dependencia del migrante respecto del empleo y del emplea-
dor a causa de las deudas contraídas para migrar, su estatuto 
jurídico, las prácticas de los empleadores que restringen su 
libertad para abandonar el lugar de trabajo, el simple hecho 
de que su lugar de trabajo es también a veces su único aloja-
miento y la dependencia de los familiares que dejaron en su 
país de origen de las remesas enviadas por el migrante. Las 
trabajadoras domésticas migratorias se enfrentan además a 
otros riesgos por el hecho de ser mujeres, por ejemplo, a la 
violencia de género. Esos riesgos y factores de vulnerabilidad 
son más graves aun en el caso de los trabajadores domésticos 

16 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Observaciones finales sobre 
los informes periódicos quinto y sexto de Chile, adoptadas por el Comité en su 53º período de 
sesiones (10 a 19 de octubre de 2012), UN Doc. CEDAW/C/CHL/CO/5-6, 12 de noviembre de 
2012, párr. 30-31.
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migratorios no documentados o en situación irregular, espe-
cialmente porque suelen correr el riesgo de expulsión si se po-
nen en contacto con las autoridades para solicitar protección 
frente a los abusos de un empleador.17

3. LA REALIDAD DEL TRABAJO DOMÉSTICO EN CHILE

3.1. Contrato escrito
El principio sobre el cual descansa el derecho laboral es el de la reali-
dad. Sin embargo, la escrituración del contrato parece ser un elemento 
central para la estabilidad y protección de los derechos de las TCP. Un 
documento no solo establece con claridad las reglas del derecho, y pue-
de tener importantes efectos probatorios ante la eventualidad de un 
conflicto laboral, sino que también configura el auto-reconocimiento 
de ser una trabajadora. Los  efectos prácticos y simbólicos del contrato 
escrito son muy relevantes en la protección de los derechos, a pesar del 
principio de la realidad.

Uno de los importantes escollos para las TCP es la informalidad de 
las relaciones laborales, ya sea para las que trabajan por días o por ho-
ras en hogares, o para aquellas que laboran puertas adentro o afuera. 
La ausencia de contrato escrito es muchas veces la ventana a la discri-
minación estructural. La Nueva Encuesta Nacional de Empleo revela 
que hay más TCP que trabajan sin contrato escriturado que con él. 
Menos de la mitad de las que trabajan puertas afuera tiene un contrato 
escriturado, comparadas con el 83% del resto de las trabajadoras. Para 
trabajadoras puertas adentro, la escrituración alcanza casi al 85%.18 

Las entrevistas realizadas para este Informe muestran la heteroge-
neidad de las experiencias de estas trabajadoras en la materia. Las TCP 
chilenas y pertenecientes al sindicato tienen contrato de trabajo, pero 
señalan que hay compañeras que pasan más de 6 meses sin contrato, 
y que muchas veces no lo exigen. La dirigenta de Arica entrevistada 
señala como un problema la falta de auto-reconocimiento como tra-
bajadoras, lo que implica exigir el contrato. Muchas perciben que la 
escrituración es un favor, no un derecho, o bien que no les afecta por-
que son carga legal del marido, o que la informalidad laboral acarrea 
beneficios económicos para ellas. En ciudades fronterizas como Arica, 
la informalidad alcanza tasas mayores. Pocas TCP tiene un contrato y 
la mayoría son jefas de hogar.

Una TCP chilena aprendió sobre la necesidad del contrato en su 
primer trabajo a los 17 años. La patrona le informó de sus derechos, 

17 Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Fa-
miliares, Observación General 1, sobre los trabajadores domésticos migratorios, op. cit., párr. 7.
18 INE, op. cit.
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de las administradoras de fondos de pensiones (en adelante, AFP) para 
acumular ahorros para su vejez, “porque no siempre iba a ser joven”. 
Otra lo supo cuando tuvo problemas con su patrón, y llegó hasta la Ins-
pección del Trabajo en Valdivia: “le pidieron a mi patrón el contrato y 
las imposiciones. El no tenía nada, se enojó, se paró, dijo que no estaba 
para eso y me ordenó que nos fuéramos”. Esta trabajadora señala que 
las cosas han cambiado desde inicios de los noventa. Otra comenzó a 
trabajar a los 13 años, en 1983, con una familia de médicos, cuidando 
a los niños. Como no tenía edad, no hubo contrato; enviaban parte de 
la paga a sus padres al sur y otra parte se la guardaron. Cuando tuvo 
edad legal para trabajar, le escrituraron su primer contrato. 

Durante la entrevista en el sindicato, se pudo constatar directamen-
te las llamadas telefónicas, y la visita a la sede de trabajadoras que 
buscaban información sobre el contrato: una de ellas preguntaba qué 
podía hacer para obligar a su empleadora, con la cual llevaba más de 6 
meses trabajando, a firmar un contrato. Esta es una demanda frecuen-
te de las trabajadoras migrantes en la Clínica de la UDP.

La inexistencia del contrato firmado es un problema para las TCP 
chilenas, quienes pueden trabajar años sin tener uno, pero la situación 
de migrantes sitúa a numerosas TCP extranjeras en una condición de 
mayor vulnerabilidad. Para muchas, el contrato de trabajo es la forma 
de regularizar su permanencia en el país, mediante una visa sujeta 
a contrato; para otras, el contrato y el pago de las imposiciones por 
parte del empleador son parte de los requisitos que deben presentar 
para solicitar una visa de permanencia definitiva en el país. Para las 
TCP migrantes la ausencia de contrato no es solo una desprotección 
en materia laboral, sino un obstáculo en su proceso de regularización 
migratoria. Esta situación tiene un efecto particular para las TCP mi-
grantes: ellas exigen con mayor frecuencia el contrato de trabajo y mu-
chas veces no son contratadas por empleadores que prefieren evitar las 
cláusulas especiales en los contratos de trabajo y el riesgo de multa por 
contratar a extranjeras sin autorización para trabajar, y solo contratan 
a TCP migrantes con visa de permanencia definitiva.

Una revisión de la jurisprudencia da cuenta de la falta de escritu-
ración del contrato de trabajo. Por ejemplo, en una acción de tutela de 
derechos fundamentales, el punto de la discusión estribó en la relación 
laboral por más de 20 años de una TCP con una familia a la cual prestó 
servicios al inicio para los hijos pequeños, y después solo los fines de 
semana y festivos en la cocina. Los empleadores reconocieron haberla 
contratado desde 1981 para cocinería o eventos especiales, pero sin 
vínculo de dependencia.19 Al sufrir un accidente laboral, una fractura 

19 2º Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago, Luz Narváez contra Jorge Garay Medina, 28 
de abril de 2010.
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con hueso expuesto, su marido la fue a buscar a su trabajo, pues, como 
señala la demanda, los empleadores no la quisieron llevar a un servi-
cio de urgencias. La demanda fue rechazada por varias razones, entre 
ellas, por que la trabajadora, en algunos períodos dentro del tiempo 
que demandaba, tenía cotizaciones con otros empleadores, y porque, 
si bien sus hijos conocían la casa y ello constaba en una foto, se deter-
minó que no era plausible una relación de dependencia. El tribunal no 
consideró que, si una trabajadora labora por días en una semana, como 
era el caso, siempre está en condiciones de trabajar en forma coetánea 
con otro empleador, lo que, por lo extensa de la relación laboral, 30 
años, no es fácil recordar.

En Arica, como señaló la dirigente de las TCP, “las extranjeras no 
tienen horario ni ley. Son temerosas, trabajan puertas adentro y les 
pagan menos del mínimo. Solo las que llevan más años se hacen va-
ler”. La migración circular de las TCP peruanas es evidente. Muchas 
de ellas no tienen una visa de residencia en Chile, sino que ingresan 
semanalmente en el marco del Convenio Fronterizo Arica - Tacna, cru-
zando a Tacna en los días de descanso. Ellas trabajan en Chile todos 
los festivos. La presencia de trabajadoras migrantes no es un problema 
para el sindicato de TCP chilenas, por el contrario, buscan que sus con-
diciones laborales mejoren. Agrega la dirigenta que han intentado tra-
bajar con la Gobernación para hacer campañas de difusión sobre sus 
derechos. Una particular preocupación para el sindicato es la negativa 
de los empleadores a suscribir contratos de trabajo, lo que les impide 
regularizar su situación migratoria. Agrega que las TCP extranjeras es-
tán expuestas a la expulsión, en este contexto. El sindicato lleva a cabo 
campañas informativas en la frontera y actividades de capacitación 
dirigidas a las TCP en Tacna.

Las TCP migrantes enfrentan una dificultad adicional para escritu-
rar la relación laboral: la ausencia de documento de identidad. Los y 
las empleadores/as esgrimen como justificación para no suscribir un 
contrato de trabajo el que la TCP migrante no tiene un documento de 
identidad chileno. Paradójicamente, para obtenerlo, la TCP necesita de 
un contrato de trabajo escrito para regularizar su permanencia en el 
país, a menos de que tenga vínculos familiares u otra situación par-
ticular que le permitan solicitar una visa por un motivo diferente al 
contrato de trabajo.

Entre las entrevistadas extranjeras se contaban dos mujeres que tra-
bajaban sin contrato de trabajo. Una de ellas, luego de haberse informa-
do y de entender la necesidad del mismo para regularizar su perma-
nencia en el país, exigió firmar uno; su empleadora le respondió que 
no podía tenerlo porque no tenía un RUT.20 Otra estaba en espera de 

20 El RUT, rol único tributario, es también el número de cédula de identidad nacional en Chile.
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su RUT y llevaba varios meses sin contrato, pese a  trabajar para una 
empleada del Departamento de Extranjería y Migración. Una constante 
en las entrevistas realizadas a las TCP migrantes y en la experiencia de 
la Clínica de Migrantes de la UDP es la ausencia de información sobre el 
contenido y las condiciones para la contratación de trabajadoras extran-
jeras, tanto por empleadores como trabajadores. Esta situación repercute 
en la renuencia de muchos empleadores a suscribir contratos de trabajo 
y en que un número significativo de TCP migrantes se encuentre en si-
tuación irregular. Adicionalmente, algunos empleadores se aprovechan 
de esta condición y violan de manera flagrante los derechos laborales 
de estas mujeres, a quienes amenazan con que, en caso de denunciar 
esta situación, pueden ser sancionadas por las autoridades migratorias y 
corren el riesgo de ser expulsadas o, por lo menos, multadas. 

Le digo a mi empleadora que no me ha dado ni un documen-
to. ¿Usted cree que yo me voy a quedar ahí? Yo no puedo 
dejar pasar más de 95 días porque me van a cobrar una multa 
cuando yo vaya a llevar eso, yo tengo que ir a una parte donde 
me hagan mi contrato. (TCP Extranjera).

Aun cuando una TCP trabaje bajo una relación laboral escritura-
da, para las trabajadoras extranjeras, el tipo de visa que tengan incide 
negativa o positivamente en sus condiciones laborales. La trabajadora 
que cuenta con una visa sujeta a contrato está habilitada a trabajar 
exclusivamente con el empleador con quien suscribió el contrato, y, 
al término de la relación laboral, la visa caduca salvo que presente al 
Departamento de Extranjería y Migración un nuevo contrato dentro 
de los siguientes 30 días y solicite un cambio de empleador. Por ello, 
la experiencia de la Clínica de Migrantes es que muchas trabajadoras 
aguantan condiciones de trabajo injustas, malos tratos o bajos salarios 
mientras esperan cumplir el término de dos años con visa sujeta a 
contrato, para solicitar su visa de residencia definitiva. La dependencia 
de la TCP extranjera con visa sujeta a contrato de la relación laboral 
para mantener su situación migratoria en regla, se convierte en una 
condición de vulnerabilidad para ella.

La renuencia de los empleadores a suscribir un contrato de trabajo 
para una TCP extranjera, para efectos de que ella pueda regularizar 
su situación migratoria, no se debe exclusivamente a motivos labo-
rales, sino que se relacionan con los costos adicionales que conlleva 
contratar a una trabajadora extranjera. En particular, la cláusula de 
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viaje21 y la de vigencia,22 que deben insertarse en el contrato para tra-
bajadoras extranjeras, generan temor entre los empleadores, lo que 
contribuye a la informalidad en las relaciones laborales. El interés en 
evitar un mayor costo cuando termine la relación laboral, resulta en 
que muchos empleadores eviten suscribir un contrato de trabajo para 
una TCP que no tiene otra forma de regularizar su situación migra-
toria. Las otras dos cláusulas especiales: la del impuesto a la renta y 
la de contribución en el régimen de salud y pensiones en Chile, no 
generan controversia.

Las diferencias en relación a la aplicación del derecho laboral y el 
derecho migratorio, por parte de empleadores, TCP, abogados, funcio-
narios del Departamento de Extranjería y Migración, y jueces, resultan 
en desinformación y confusión. En la práctica, las TCP empiezan a tra-
bajar antes de la escrituración del contrato, en lo que se convierte en un 
extenso período de prueba. Muchas permanecen en esa situación y, al 
momento de la terminación de la relación laboral, tienen dificultades 
probatorias para alegar el principio de la realidad, antes aludido, si quie-
ren reclamar sus derechos laborales. Otras, en cambio, logran que les 
escrituren el contrato, pero la cláusula de vigencia genera confusión para 
ellas y sus empleadores, dado que empezaron a trabajar con anteriori-
dad a la fecha en que obtuvieron la autorización para trabajar o la visa y 
no tienen certeza respecto a desde cuándo son exigibles sus derechos la-
borales, y muchas veces sus empleadores tampoco tienen claridad sobre 
desde cuándo tienen obligaciones laborales para con ellas. Asimismo, 
los sistemas de salud y pensiones impiden la inscripción en línea de TCP 
sin RUT, lo que hace difícil cumplir las obligaciones laborales, incluso 
para quienes tienen la voluntad de hacerlo. Además, empleadores y tra-
bajadores arriesgan sanciones administrativas, consistentes en multas,23 
si contratan o trabajan antes de tener autorización para ello. 

El caso que se describe a continuación ilustra estas diferencias y 
dificultades. Una TCP extranjera reclamó judicialmente el pago de sus 
cotizaciones laborales al momento de la terminación de la relación la-
boral. Su contrato de trabajo original era de 2007 y señalaba: “1. Con-
trato de trabajo indefinido de fecha 24 de octubre de 2007, suscrito 
por ambas partes, ante Notario Público […] estableciéndose una remu-
neración en la cláusula segunda de $108.000 mensuales, fija jornada 
de 45 horas, estableciendo en su cláusula quinta que el trabajador co-

21 La cláusula de viaje consiste en el deber del empleador de pagar el pasaje de la TCP y los 
miembros de su familia al país de origen al terminar la relación laboral. Este es uno de los requi-
sitos para las trabajadoras extranjeras que solicitan una visa sujeta a contrato.
22 La cláusula de vigencia establece una condición para el inicio de la relación laboral: el otor-
gamiento de la autorización para trabajar con visa en trámite o de la visa misma.
23 La tabla de sanciones del Departamento de Extranjería, puede verse en http://www.extranje-
ria.gob.cl/media/2014/07/Tabla_de_multas.pdf
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menzará a prestar servicios ‘“solo una vez que obtenga la visación”’.24 
La cuestión a dilucidar al momento del despido se refería al inicio de 
la relación laboral y, como consecuencia de ello, el pago de las cotiza-
ciones adeudadas. La TCP señaló que trabajó desde 2007, aportando 
para ello el contrato, y el empleador, desde 2010, cuando suscribieron 
un segundo contrato por una remuneración de $200 mil pesos. El juez 
resolvió que había un primer contrato firmado y que desde ese mo-
mento debían calcularse todas las prestaciones. Señaló que, si bien la 
TCP no tenía una cédula de identidad expedida en Chile, el empleador 
estaba en condiciones de declarar y pagar las prestaciones con efecto 
retroactivo, una vez que la situación migratoria estuvo regularizada, 
mucho antes de 2010. 

Las TCP atendidas por la Clínica de Migrantes afirman que es mu-
cho más fácil para ellas encontrar empleo o lograr que les escrituren el 
contrato una vez que tienen resuelta su situación migratoria. De hecho, 
en muchos casos, los estudiantes de la Clínica dedican sus esfuerzos a 
convencer al empleador de la obligación legal y conveniencia de escritu-
rar el contrato, a pesar de las obligaciones adicionales, como la cláusula 
de viaje. No obstante lo anterior, la Clínica ha tenido la oportunidad de 
constatar que algunas TCP extranjeras que no necesitan la inclusión de 
las cláusulas adicionales en sus contratos de trabajo por tener otro tipo 
de visa, han logrado negociar con sus empleadores la inclusión de la 
cláusula de viaje. Esta situación da cuenta de que hay empleadores que 
reconocen el sacrificio del desarraigo y la vulnerabilidad de la trabajado-
ra extranjera al terminar su relación laboral, lo cual, además, se encuen-
tra establecido como una obligación en el artículo 8 del Convenio 189.

3.2.“No soy nana, soy trabajadora y me llamo Ana”
Resulta relevante, por sus implicaciones simbólicas, cómo se las nom-
bra: a partir del término nana, que reemplazó el de china, quedan 
sumidas en la invisibilización de su condición de trabajadoras:

¿Tu creí que a una le gusta  que le digan nana? A nadie le 
gusta que le digan nana. Dicen que les da lo mismo, pero no 
es verdad. Yo les decía: “Yo no me llamo nana, me llamo Ana”. 
Venían visitas y me preguntaban: “¿Te molesta que te digan 
nana?” “Sí me molesta, me llamo Ana. Nosotras somos traba-
jadoras de casa particular, y, si le parece muy largo, trabaja-
dora”.
La señora me decía: “Oye Ana, eres bien puntúa tú”, y yo le 
respondía, “sí soy puntúa”. (TCP chilena).

24 2º Juzgado del Trabajo de Santiago, Flor Cuevas contra Hugo Callejas, 8 de enero de 2011.
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Las trabajadoras extranjeras deben resignificar un término que les 
resulta ajeno, pero que, lentamente, en su proceso de integración y a 
partir de sus experiencias, va adquiriendo la connotación de un traba-
jo desvalorizado.

3.3. Condiciones salariales: El impacto del sueldo mínimo
Desde el inicio de los noventa se ha transitado un largo camino para 
reducir la brecha de desigualdad en el tratamiento del salario mínimo 
para las TCP, la que finalmente se cerró en 2011, cuando su salario se 
igualó al salario mínimo del resto de los trabajadores. La existencia de 
un piso es importante para las TCP en regiones, más que en Santiago, 
donde sus remuneraciones en general son superiores al sueldo míni-
mo. Por ello, Ruth Olate, presidenta del Sindicato de Trabajadoras de 
Casa Particular (Sincatrap), considera que esta reforma habría pasado 
sin pena ni gloria en Santiago. Ella identifica como un problema la 
ausencia de una reajustabilidad siquiera correspondiente al índice de 
precios al consumidor. 

La dirigenta de Arica señala que en esa ciudad se paga menos del 
mínimo legal y, como hemos señalado, sin mediar la mayor parte de 
las veces un contrato escriturado. Las que trabajan por días u horas a 
veces lo hacen hasta en tres casas en un mismo día para ganar 30 mil 
pesos diarios.

La entrevistada de Arica se refirió a las brechas regionales y el im-
pacto en las remuneraciones. Una de las afiliadas del sindicato, TCP 
puertas adentro, llegó a Arica porque a sus empleadores los traslada-
ron de Copiapó a esa ciudad. La familia fue aconsejada de bajarle el 
sueldo a la trabajadora porque en Arica se pagaba menos.

Las TCP puertas adentro entrevistadas en Santiago afirmaron que 
sus sueldos fluctuaban entre los 350 y los 400 mil pesos. La práctica 
en Santiago pareciera ser negociar un piso de remuneración líquida 
que no incluya las cotizaciones. Cuando se gana más del mínimo, 
como ocurre en Santiago, existe una brecha entre el salario del con-
trato y lo efectivamente pagado. La abrumadora mayoría de las TCP 
entrevistadas suscriben contratos por el salario mínimo o por una 
cifra menor a la real, con el consiguiente impacto en la indemnización 
a todo evento y en el cálculo de las prestaciones en base al salario, lo 
cual afecta sus fondos previsionales. Las TCP reciben, a cambio de 
aceptar la escrituración por un monto inferior, que las imposiciones 
no les sean descontadas del salario. Esta situación genera incentivos 
para que el empleador busque escriturar siempre el contrato por el 
menor valor posible. Una dirigenta dice: “uno firmaba por menos por-
que uno necesita la plata, ahora, cuando uno está vieja, se da cuenta 
lo que importa.”.
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Este no es fenómeno privativo de las TCP, pero estuvo refrendado 
por la existencia de normas que diferenciaban injustificadamente entre 
trabajadores. Cuando las remuneraciones son bajas y las necesidades 
son mayores, se generan condiciones propicias para que los trabajado-
res transen sus derechos. En esta práctica se observa también un sesgo 
de género: algunos hombres lo hacen para reducir lo que aparece como 
monto de remuneración para el cálculo de la pensión de alimentos, así 
como TCP cuyas necesidades declaradas son otras: “no nos conviene 
cotizar, ganamos menos, o, si usted me cotiza por lo que gano, mi hija 
pierde su beca”. Esta situación está íntimamente relacionada con las 
trampas de políticas sociales focalizadas en tramos de ingresos, pues 
el costo y acceso a servicios de salud pública o con sistema de co-pago 
en FONASA genera que las trabajadoras en forma constante hagan un 
ejercicio de costo -beneficio. Muchas trabajadoras prefieren escriturar 
sus contratos por salarios inferiores, para cotizar menos en el sistema 
de salud y pensiones a cambio de recibir un monto mayor al final del 
mes. Entre las TCP extranjeras se mantiene la creencia de que no reci-
birán nunca la pensión cuando cotizan en Chile, porque no completa-
rán los años suficientes para ello. La mayoría desconoce la posibilidad 
de transferir sus fondos previsionales y las condiciones para ello.

En el juicio Carmen Bravo contra Miguel Olhaberry, la discusión 
precisamente se refirió a la real remuneración de la TCP, pues las 
cotizaciones se pagaban por 190 mil pesos y la trabajadora señalaba 
que ganaba 430 mil, habiendo asumido nuevas tareas una vez que 
su empleadora sufrió una hemiparesia y requería ayuda especial.25 
La contestación señaló: “En cuanto a la remuneración mensual per-
cibida por la actora, esta era solo por la suma de $190.000, negando 
la suma indicada en el libelo, toda vez que no se aviene al vínculo 
que unió a las partes, incluso tomando en cuenta que la legislación 
establece un ingreso mínimo especial para las trabajadoras de casa 
particular, por lo que resulta absolutamente irreal pretender tener la 
remuneración alegada”. La TCP llevaba al servicio de la familia más 
de 20 años y no pudo acreditar que hubo cuidados especiales a su 
empleadora, una abogada, quien se jubiló del servicio público por 
salud incompatible con el cargo. En el proceso laboral, se pudo esta-
blecer que los empleadores debían más de 8 años de cotización para 
la indemnización a todo evento.

25 2º Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago, Carmen Bravo contra Miguel Olhaberry, 14 
de mayo de 2010.
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3.4. Jornada laboral: “Sabemos la hora en que nos levantamos pero no 
a la que nos acostamos”26 
Uno de los aspectos problemáticos del contrato de las TCP dice rela-
ción con la jornada de trabajo. La ley establece que esa jornada podrá 
ser de hasta 12 horas diarias si trabajan puertas afuera, con una hora 
de descanso. En cambio, las TCP que trabajan puertas adentro no es-
tán sujetas a un horario. Su jornada laboral se determina por la natura-
leza de su labor, pero deben tener normalmente un descanso absoluto 
de 12 horas diarias e ininterrumpido por nueve horas entre jornadas. 
Es decir, las trabajadoras puertas adentro tendrían una jornada de 12 
horas, mientras que las puertas afuera, una de 11 horas diarias. La ley 
no prevé una jornada máxima semanal, pero sí establece un descanso 
de 24 horas para las puertas adentro. Ello implica que estas TCP pue-
den trabajar 72 horas semanales, de acuerdo con el Código del Trabajo 
vigente en Chile.27 

En la práctica, las entrevistas a las TCP revelan las dificultades para 
que la norma vigente se cumpla, especialmente respecto de aquellas 
que trabajan puertas adentro. Se evidencia la imposibilidad de negar-
se ante las exigencias de tareas “fuera de horario” por el riesgo cierto 
de pérdida del empleo. De acuerdo a las entrevistas, las extranjeras 
cuentan con menores herramientas para poner límites a sus emplea-
dores y a veces no conocen la extensión de la jornada. La pregunta de 
apertura a estas autoras en un grupo de discusión con trabajadoras 
extranjeras es una muestra de ello: “¿Es legal trabajar 14 horas?”. Las 
TCP hablan de las extenuantes jornadas de trabajo. La mayoría de 
las trabajadoras extranjeras señala que no hay límites, que inician 
su día pasadas las 6:00 horas y que este puede terminar a las 23:00 
horas. Todas las trabajadoras coinciden en que los días de festejos o 
de encuentros sociales son agotadores. Las chilenas, por la trayectoria 
y años en el oficio, relatan que van imponiendo límites, no sin difi-
cultades: “después de cierta hora aprendí a no contestar los llamados”. 
En algunos casos, se evidencia el empoderamiento de las trabajadoras 
para asumir sus recesos para comer y descansar, espaciando su jor-
nada de trabajo.

Las TCP extranjeras se refieren a cuánto ganan versus cuánto tra-
bajan en Chile. Muchas se quedan en sus trabajos, esperando ahorrar 
dinero: el motivo inicial del proyecto migratorio. Entre las razones 

26 Entrevista a Ruth Olate, 24 de junio de 2014.
27 Código del trabajo, art. 149. La jornada de los trabajadores de casa particular que no vivan en 
la casa del empleador, no podrá exceder en ningún caso de 12 horas diarias y tendrán, dentro 
de esta jornada, un descanso no inferior a una hora imputable a ella. 
Cuando vivan en la casa del empleador no estarán sujetos a horario, sino que este será determi-
nado por la naturaleza de su labor, debiendo tener normalmente un descanso absoluto mínimo 
de 12 horas diarias. Entre el término de la jornada diaria y el inicio de la siguiente, el descanso 
será ininterrumpido y, normalmente, de un mínimo de 9 horas. El exceso podrá fraccionarse 
durante la jornada y en él se entenderá incluido el lapso destinado a las comidas del trabajador. 
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para éste, mencionaron: terminar estudios universitarios, pagar los es-
tudios de un hijo en Perú, terminar de construir una casa en Bolivia, 
regresar a montar un jardín infantil, o pagar deudas. Cada una trae sus 
sueños. Señalan: “en Chile se paga mejor, pero es tanto el trabajo. Es 
harta la explotación”. 

Mi jefa se queda en la casa, está chateando en la cama. Yo 
comienzo muy temprano, a las 6, llevando mamadera. Voy en-
tregando desayuno por piso con las bandejas, y después se van, 
menos la señora. Trabajo por piso, todo está tirado, pero la se-
ñora no se levanta. Cuando se va a la ducha, pasadas las 11:.30, 
ya estoy atrasada con su dormitorio, y me pide que vaya a bus-
car a la niña al jardín y que no me preocupe por el aseo. Antes 
tenía otra táctica, ella se levantaba al baño y corría a hacerle la 
pieza, y ella me reclamó porque quería volver a la cama... Y co-
rro para hacer el almuerzo. Así es el día. Habíamos tres, ahora 
solo yo y una que viene algunos días al aseo profundo. Es una 
casa de tres pisos, más la mascota y los 4 niños. Estoy descan-
sando después de las 10 pm, y me vuelve a llamar. Me dice 
que va a salir y que cuide a los niños por un ratito. Llegan a la 
medianoche. Cuando he preguntado si traerán a otra persona, 
me dicen que es difícil encontrar a alguien, y ahora me dicen 
que no tienen dinero, pero les digo que lo prometieron. Me 
negué a hacer el planchado. Las que vienen, miran la casa y se 
van. Me subieron el sueldo. A veces me invitan a un restaurant 
y eso me reconforta. (Extranjera).

Varias de las chilenas cuando van a entrevistas, miran la casa para 
saber la magnitud del trabajo, si están en condiciones de hacerlo o no 
solas. Se fijan en la cantidad de adultos, niños y mascotas. Una dijo 
que, en algunas casas, hay más mascotas que personas. Las entrevista-
das expresaron su experiencia sobre la cantidad de trabajo, la enverga-
dura de éste y la relación con sus empleadores. 

El hijo de mi ex -patrona, de 30 años, que vive con sus pa-
dres, me hostigaba cada vez que me tomaba mi descanso. Si 
había hecho todo, me iba a la pieza después de las 3 pm y 
me buscaba, decía que por qué estaba en mi pieza, que debía 
estar trabajando. Renuncié, ya no aguantaba más. Comencé a 
grabarlo, y se dio cuenta. Le dije que, cuando él iba, yo venía 
de vuelta. (Chilena).

He aprendido a poner límites. Di 12 años de mi vida. Era la 
recepcionista de la empresa, hacía funcionar la casa, las com-
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pras, las mascotas, [tenía que] recordar el pago del jardinero, 
tomaba los pedidos, etc. Incluso me tocaba hasta coser cuan-
do había atrasos en las entregas. El trabajo de uno lo valoran 
cuando les conviene. Cuando renuncié, después de años de 
trabajar en la casa, mi patrona estaba pic’á y, cuando llamaban 
para pedir recomendaciones, les decía que yo era una cochi-
na. Fue decepcionante. No voy a encariñarme, lo voy a tomar 
como un trabajo más. (Chilena).

Nuestro trabajo es muy importante. ¿Qué harían estas señoras 
si nosotras no existiéramos? Es como que el trabajo es invisi-
ble. No pagan lo que el trabajo vale. Ahora lo están valorando 
más. (Chilena).

Trabajar puertas adentro es bien explotado. Toman un vaso 
y lo tiran, sacan otro y lo tiran. No hacen nada. (Extranjera).
Es mucho el trabajo. Cuando llegaba el día domingo, todos los 
platos, los vasos, estaban usados encima, no había nada lim-
pio. Cuando volvía de varios días de descanso era peor. La mu-
gre estaba tan pegada que llenaba la tina con agua, y llevaba 
los platos a remojar para soltar la comida pegada. (Chilena).

Mis patrones no se dieron cuenta que no me había ido. Ellos 
decían que yo le había dejado algo sucio. Y yo les dejé la coci-
na impeque, pero, como el niño llegó tarde y comió… proble-
ma de él… creen que uno tiene contrato las 24 horas. (Chilena).

Entre las chilenas, el trabajo de TCP no es una cosa que quieran 
para sus hijas: “lo hacemos para que no tengan nunca que trabajar 
en esto, sean otra cosa. Yo empecé a los 17 años. Mis hijas están en 
el internado y salen el fin de semana, y en las vacaciones las mando 
al sur”. Otras trabajan con sus hijos. Al momento de la entrevista, dos 
trabajadoras estaban con sus hijas en la sede del sindicato, que provee 
espacios de recreación para las TCP puertas adentro.

Una trabajadora nos dijo al final de la entrevista que ella pensaba que, 
si se terminara el trabajo puertas adentro, se respetarían más las leyes. 

Las condiciones de vulnerabilidad se agravan cuando se trata de 
una mujer migrante, que no tiene visa y que reclama por sus derechos. 
Una señaló: “cuando llegué, en 1997, si reclamaba me amenazaban con 
que me iban a denunciar”. Otra narró: “ todavía pasa cuando una no 
tiene el documento: si una reclama, le dicen que se vaya”. Esta sensa-
ción de vulnerabilidad se repite en los relatos de las TCP extranjeras 
que acuden a la Clínica de Migrantes. Antes de recibir la visa, para mu-
chas de ellas es imposible reclamar y, luego de obtenerla, es demasiado 
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alto el riesgo de hacerlo, existe el temor a perder la visa y tener que 
empezar el proceso nuevamente para obtener una nueva cambiando 
de empleador.

En el caso de una trabajadora extranjera con una empleadora tam-
bién extranjera llevado ante el 1er Juzgado del Trabajo de Santiago, 
aparece la idea de suscripción del contrato como un favor. La trabaja-
dora señaló que realizaba múltiples funciones, desde ser la TCP hasta  
vendedora en el negocio de la empleadora. La trabajadora pernoctaba 
en la bodega del local de la empleadora.28 El tribunal aceptó tal ale-
gación y señaló que la condición de inmigrante de la empleadora no 
podía ser una excusa por el incumplimiento de la ley, considerando los 
años de residencia en Chile. El tribunal no le otorgó la condición de 
TCP sino de trabajadora regular.

Las dirigentas buscan tener jornadas de trabajo iguales al resto 
de los trabajadores, considerando no justificadas las actuales dife-
rencias. El momento más duro en la entrevista con la ex ministra 
Matthei fue cuando esta declaró que era difícil arreglar la jornada 
porque iba afectar a las otras mujeres que trabajan: “me paré y le 
dije: ministra, ese trabajo no puede ser a costa nuestra”. La ministra, 
como señala en la entrevista Olate, habría dicho que ella y las TCP 
eran “unas mal agradecidas”.29 Reitera que su gran demanda es una 
jornada laboral decente.

Las entrevistas realizadas confirman que el trabajo doméstico es 
una responsabilidad femenina que se delega a otra mujer: la TCP. La 
responsable de guiar y dirigir el trabajo de la TCP es una mujer de la 
familia; usualmente las empleadoras son mujeres. La posibilidad de 
una mujer que trabaja fuera de la casa de hacerlo en horarios exten-
didos o que no coinciden con la jornada laboral regular o viajar fue-
ra de su lugar de residencia por motivos laborales, depende de que 
sea remplazada en sus tareas de cuidado por otra mujer, en muchos 
casos por la TCP. En esa medida, las discusiones relativas a la limi-
tación de la jornada laboral o al aumento de la remuneración de las 
TCP suelen asociarse equivocadamente con la participación laboral 
femenina. Suele argumentarse, como lo habría hecho la ex -ministra 
Matthei, que hay una relación de dependencia, por lo que las TCP 
tendría que sacrificarse por las mujeres profesionales. Este argumen-
to es falaz. La participación laboral femenina no puede mantenerse 
o aumentarse a costa de las mujeres TCP. La flexibilización de la jor-
nada laboral y el teletrabajo son elementos que aumentarían la parti-

28 1er Juzgado del Trabajo de Santiago, Aída González contra Luzmila Almirón, 23 de noviembre 
de 2012.
29 Emol: “ Trabajadoras de casa particular y decepción de ministra Matthei: ‘“No tenemos color 
político’”, 1º de abril de 2013; The Clinic.cl: “Ruth Olate y la decepción de la ministra Matthei: 
‘De la derecha nadie nos ha invitado a nada’”, 1 abril de 2013.
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cipación laboral femenina y que podrían ayudar a que más mujeres 
estuvieran dispuestas a trabajar, incluso como TCP, teniendo certeza 
de que tendrán una jornada de trabajo razonable, compatible con su 
vida personal y familiar.

3.5. El triunfo del festivo: “No le trabajo un día festivo a nadie”
El cumplimiento de la obligación de descanso el domingo y el derecho 
a no trabajar en los días festivos es considerado de manera unánime 
por las trabajadoras chilenas entrevistadas, como una gran conquista. 

En 2009 se promulgó la Ley 20.336, relativa al descanso semanal 
de los TCP,30 cuyo fin fue establecer de forma obligatoria el régimen 
de descanso semanal y la aplicación del descanso en días festivos para 
los TCP puertas adentro. Algunos empleadores argüían que este no 
tenía respaldo legal, lo que daba lugar a muchas arbitrariedades, que 
incluían privar a las TCP de descanso incluso en días festivos. Se argu-
mentaba que, por tratarse de un contrato especial, las reglas generales 
no les eran aplicables.

Una trabajadora manifestó: “yo no le trabajo un día festivo a nadie”. 
Otra agregó que es muy triste trabajar una navidad, un año nuevo. 

Las experiencias de las entrevistadas antes de la reforma eran de 
conflicto con sus empleadores. Una recordó que su petición de poder 
salir domingo por medio dio paso a una interacción desagradable: 

Si quieres el domingo, te vas el domingo después de habernos 
servido el desayuno y vuelves en la noche. (Chilena).

El festivo no es para ustedes. Es para trabajadores de oficina. 
(Chilena).

Otra trabajadora relató que, una vez que tuvieron derecho al feriado, 
su patrón le dijo: “salió la ley que querías, estarás contenta”. La traba-
jadora cuenta que guardó silencio y solo sonrió. Esta la ley no es solo 
una cuestión simbólica, sino que representa, en los hechos, mejores 
condiciones de trabajo para las TCP. 

La situación para las mujeres migrantes es variada en cuanto a la 
posibilidad de contar con los feriados. Ello depende de sus años de 
trabajo en Chile, su conocimiento de la ley, las posibilidades de nego-
ciación, o, como hemos señalado, los contextos regionales. Una traba-
jadora informó a su nueva empleadora que no trabajaría el feriado de 
julio, ocurriendo el siguiente diálogo: 

30 Ley 20.336, 4 de marzo de 2009.
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“TCP: Señora el miércoles es feriado y no trabajo. Empleado-
ra: ese feriado no es para ti. TCP: claro que sí y, si usted no me 
lo da, me voy. Si quiere que lo trabaje me lo paga extra. Em-
pleadora: Le preguntaré a mi hija [asistente social] para saber 
si es que es cierto que tienes derecho al feriado.” (Extranjera).

Estas situaciones confirman la necesidad de información sobre las 
normas relativas a las TCP. La promoción es tan importante como la 
garantía.

3.6. Dormitorio y alimentación: “Se puede pasar hambre y frío”
Las condiciones de habitación de las TCP puertas adentro han cam-
biado como resultado de nuevas construcciones con espacios muy 
pequeños. Una de las entrevistadas señaló que no se podía siquiera 
correr la cama para limpiar y que, de ser gorda, no hubiera cabido en 
la ducha. Una de las chilenas entrevistadas señaló que se fijaba en 
los lugares en que iba a vivir, que los prefería más espaciosos y que 
a veces eran muy fríos. 

En ocasiones, el dormitorio de la TCP se convierte en espacio de 
trabajo para otras mujeres que trabajan puertas afuera, por ejemplo, 
quien viene a planchar. Por ello, las TCP no cuenta con un espacio 
de privacidad para descansar o mantener sus pertenencias seguras, 
incluyendo su dinero. Una TCP entrevistada se queja que todos usan 
la pieza: los niños se instalan a ver televisión, se hace el planchado. No 
existe privacidad. 

La pieza de una trabajadora extranjera era ocupada los fines de 
semana –sin que se le hubiera advertido– por otra trabajadora, sin 
haber sido advertida de ello, quien la dejaba abierta, permitiendo el 
ingreso de los gatos de la familia, que defecaban allí. La trabajadora 
refiere que la empleadora tenía 15 gatos y un perro. Cuando fue des-
pedida, expresó en la Inspección del Trabajo su descontento por la 
situación y solicitó que se inspeccionara el lugar de trabajo porque 
sabía que otra mujer la remplazaría y tendría que soportar esas con-
diciones. La conciliadora de la Inspección del Trabajo manifestó a la 
alumna de la Clínica de Migrantes que representaba a la TCP, que 
ello no era posible porque se violaba el derecho a la privacidad de la 
empleadora. Este mismo argumento fue esgrimido por el subdirector 
de la Inspección del Trabajo, Rafael Pereira Lagos, cuando fue entre-
vistado para este informe. La protección al derecho a la privacidad 
del empleador desconoce que este voluntariamente ha contratado a 
una persona para trabajar en su casa. Esta debiera ser una razón 
suficiente para permitir a la Inspección del Trabajo llevar a cabo fis-
calizaciones, como en cualquier otro lugar de trabajo.
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La alimentación es otro ámbito de variada experiencia entre las TCP 
entrevistadas. En algunas casas, no hay diferencias y comen lo mismo 
que la familia para la cual trabajan. En otras, les indican lo que deben 
comer e incluso se ven afectadas por las dietas temporales de sus pa-
tronas y pasan hambre.

Me dejaron una olla de cazuela por casi dos semanas, mien-
tras estaban de vacaciones en La Serena. Cuando volvieron no 
quedaba carne y mi patrona me reprochó porqué no quedaba 
[…] Estaba muy flaca, tuve que ir el médico por una tendinitis: 
el médico me indicó anti-inflamatorio y, por el bajo peso, puso 
en la receta que necesitaba tomar más leche, tener una dieta 
con más proteínas, huevos y carnes. Mi patrón pidió ver la 
receta y vio las indicaciones, se la llevó a su señora, estuvieron 
encerrados en la pieza por dos horas, ella se enojó y fui despe-
dida. (Extranjera).

Una TCP que cuidaba a una persona mayor y compartía funciones 
con otra TCP que hacía el aseo y la cocina, tuvo problemas con la co-
mida:

La señora contaba los tomates. A veces, en la mitad de la ma-
ñana, llamaba para preguntarme por qué quedaban tan po-
cos, y debía recordarle que en la noche anterior había comido. 
Fue tanto el problema con la comida que comencé a llevar mi 
pan y mi propia comida. Cuando se iban a la playa era peor. 
Me quedaba cuidando a la abuela. Éramos dos personas en la 
casa, más la persona que venía a hacer el aseo. Dejaban comi-
da que apenas alcanzaba para la abuela.

3.7. La pérdida de empleo: el desahucio
Las trabajadoras son despedidas en contextos distintos. Desde aquellas 
en que la relación se va deteriorando y terminan por “dar un paso al 
costado”, hasta otras que son cuestionadas porque se pierden cosas 
en la casa o por la calidad de su trabajo. Algunas deciden renunciar 
y cambiar a empleos con mejores salarios y condiciones de trabajo, 
cuando adquieren mayor experiencia e información respecto al mer-
cado laboral en el que se encuentran insertas.

Las TPC enfrentan el término de la relación laboral en términos 
jurídicos distintos al resto de los trabajadores. El artículo 161 del 
Código del Trabajo permite el desahucio, la facultad del empleador 
de poner término al contrato de trabajo sin causa justificada, sin ser 
sancionado por ello, siempre que informe a la TCP con 30 días de 
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anticipación. De lo contrario, debe pagar el salario de un mes, o pro-
porcional al tiempo de aviso inferior a un mes. Como contrapartida, 
las trabajadoras reciben una indemnización a todo evento: 4,11% de 
la remuneración imponible mensual. La figura del desahucio elimina 
en muchos casos la necesidad de terminar una relación laboral argu-
yendo una justa causa. Basta con informar a la TCP con 30 días de 
anticipación, porque la indemnización se habría ido pagando mes a 
mes. Como se señaló, existe la práctica de escriturar el contrato por el 
salario mínimo, con lo cual el monto de la indemnización se reduce y 
no representa el 4,11% del salario real, sino del escriturado. Esta mis-
ma diferencia se da con las demás prestaciones asociadas al salario: 
el mes de aviso previo (si no se dio), las imposiciones, el feriado legal 
proporcional y el salario del último mes trabajado.

La diferencia entre lo que recibe un trabajador despedido por ne-
cesidades de la empresa y lo que recibe una TCP despedida bajo la 
figura del desahucio es significativa. Mientras que una TCP recibe, 
luego de un año trabajado, el 49.32% de un salario mensual, cualquier 
otro trabajador recibe un salario completo por año trabajado. No existe 
justificación alguna para esta diferencia de trato entre las TCP y el 
resto de los trabajadores. 

3.8. El uniforme, factor de discriminación
Entre las formas de discriminación a la que se enfrentan las TCP, se 
cuentan la utilización de los espacios públicos y el uniforme. En am-
bos casos, las cortes han tenido que pronunciarse sobre prácticas o po-
líticas que tienen un efecto adverso y discriminatorio. Los resultados 
han sido disímiles.

Así, por ejemplo, en el recurso de protección en contra de El Condo-
minio El Algarrobal II, se denunció que las TCP, jardineros o cualquier 
otro trabajador, no podían transitar a pie, debiendo pagar un transporte 
desde la puerta del condominio hasta el lugar de su trabajo, por acuerdo 
de la comunidad.31 La comunidad argumentó que era una medida de 
seguridad para que TCP, jardineros y obreros no entregaran informa-
ción sobre los miembros de la comunidad. La Corte desestimó el recur-
so, pues el contrato de trabajo de la TCP del recurrente señalaba que era 
obligación del empleador pagar los costos de la movilización y que era 
de toda justicia hacerlo. La Corte no discurrió si las TCP podían cami-
nar una cuadra, dos o 20, o si sus contratos incluían o no la obligación 
de pagar la movilización por parte del empleador.

El caso sobre el uniforme se dio con ocasión de la regulación del 

31 Corte de Apelaciones de Santiago, Andrés Márquez Galaz contra Condominio El Algarrobal 
II, rol 8747-2010, 25 de abril de 2011.
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Club de Golf de Santiago, que establecía que las TCP que estuvieran en 
algunas zonas del club (cancha de tenis, zona de juegos) acompañando 
a niños, debían usar uniforme para su mejor identificación, y prohibía 
que estuvieran en la piscina.32  El diputado Silber, junto con la presi-
denta de uno de los sindicatos, interpusieron una acción de protección, 
que fue rechazada porque a juicio de la Corte no se individualizó a las 
personas afectadas por el acuerdo de los comuneros.

El uniforme aparece como una forma de identificación/segregación 
social, con un fuerte poder simbólico. Pero para algunas TCP no es tan 
malo, en la medida en que puedan elegir uno bonito.  

¿A mí? No, no, yo no iba al Jumbo con delantal, yo le decía a la 
señora: “Si voy al super es bañada y perfumada. Y, si está apu-
rada, entonces no voy”. Si a algunas las tienen ahí vestidas con 
uniforme, como weonas, las tratan mal en público. (Chilena)

Yo aprendí con una jefa … a ella le gustaba que uno andara 
con uniforme. Me llevaba a donde vendían delantales a cua-
dritos y que me quedaban perfecto. porque como yo además 
tenía buena figura. Me gustaba usar. Pero, si te pasan un de-
lantal feo, manchado, porque en las casas van quedando los 
delantales y te dicen, ya escoja un delantal, y están mancha-
dos horribles feos, los colores feos. … Y cuando salía con la se-
ñora y la niña,  salía con mi delantal limpiecito y no me sentía 
mal. Al supermercado o a tomar algo de repente con la señora 
y la niña y yo no me sentía mal. (Chilena)

Lo que sí me molestaba era cuando te llevaban a la playa (y yo 
era más jovencita) y tenías que ir con tu delantal. Para marcar 
que tú eras una trabajadora. (Chilena) 

Como hemos señalado, desde los noventa, se ha realizado una serie 
de modificaciones al Código del Trabajo para mejorar sus condiciones 
laborales de las TCP. Algunas, reformas adicionales fueron discutidas 
bajo la administración del presidente Piñera. Ruth Olate recuerda ha-
berle dicho al último ministro del Trabajo del presidente Piñera que 
podía pasar a la historia si sacaba adelante reformas, pero señala que 
“perdió su oportunidad”. Actualmente hay varios proyectos en discu-
sión, uno de ellos relativo al uso del uniforme.33 

32 Corte de Apelaciones de Santiago, Gabriel Silber y Ruth Olate contra Club de Golf, 6 de 
marzo de 2012.
33 Boletín 7.675-13.
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3.9. Acceso a la justicia
Las TCP conocen algunas instituciones para la protección de sus de-
rechos. La primera y principal instancia de resguardo de derechos 
es la Inspección del Trabajo. Esta cumple con la función de ser el 
primer peldaño en la reclamación por despidos injustificados, el no 
pago de remuneraciones, discriminación y, en general, por malas 
condiciones laborales de los trabajadores. Esta institución permite 
una respuesta rápida, desjudicializada y que solo requiere la compa-
recencia personal. No discrimina a las trabajadoras por su condición 
migratoria, por lo que trabajadoras que no tienen regularizada esa 
situación pueden acudir a ella. Sin embargo, las prácticas de algunos 
funcionarios constituye una barrera para que las trabajadores en si-
tuación migratoria irregular puedan reclamar sus derechos.

Todas las trabajadoras chilenas conocen la labor de la Inspección, 
pero no todas han tenido que recurrir a ésta. En cualquier caso, cono-
cen la lógica de funcionamiento. Las dirigentas de los sindicatos, en 
ocasiones, acompañan a sus afiliadas a presentar denuncias.

En general, las TCP extranjeras no conocen esta instancia, salvo 
que, como se pudo establecer en las entrevistas, tengan un mayor 
tiempo de permanencia en el país o redes personales que les hubieran 
informado. Algunas mujeres salen al mercado laboral por primera vez 
como parte de su experiencia migratoria. En otros casos, a pesar de 
haber trabajado en su país de origen, no reclamaron sus derechos la-
borales por desconocimiento de éstos o por ineficacia de instituciones 
similares a la Inspección del Trabajo.

La DT no desagrega las cifras de su gestión por tipo de contrato, 
de manera que no fue posible obtener, a pesar de haberlos requerido 
mediante solicitudes de información, datos relativos a fiscalizaciones 
y conciliaciones de TCP para 2012 y 2013. El subdirector de la DT 
confirmó al ser entrevistado que no se analizan y desagregan los datos 
para identificar las violaciones más comunes de las normas laborales 
y desarrollar programas de promoción y protección de derechos acor-
des con ellos. Tampoco es posible conocer los vacíos en la garantía de 
derechos y proponer reformas legales. Una de las razones esgrimidas, 
tanto en las respuestas a las solicitudes de información como en las 
entrevistas, se relaciona con la poca rigurosidad en la captura de los 
datos al momento de la denuncia o la conciliación.

La experiencia de las TCP sobre el ejercicio de sus derechos es va-
riada, así como su percepción respecto a la Inspección del Trabajo y 
los tribunales. Algunas acuden a la Inspección como instancia de in-
formación y confirmación sobre sus derechos. Una trabajadora puer-
tas adentro señala:, “fui una vez. Mi empleadora me decía que tenía 
derecho a 15 días de vacaciones, pero los contaba como días corridos, 
y yo sabía que eran tres y no dos semanas de vacaciones”. Una traba-
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jadora extranjera hizo valer su conocimiento de la Inspección. Fue 
despedida “y el patrón llegó con un finiquito listo, indicando que me 
retiraba de común acuerdo. Le dije: ‘Le firmo el papel si vamos a la 
Inspección del Trabajo o a una notaría’. Como yo no quería firmar él 
estaba furioso”. Otra extranjera declara: “Fui a la Inspección y solo 
salí con 15 mil pesos”.

Otra TCP puertas adentro señala: “A veces los empleadores no entien-
den mucho, creen que no les va a pasar nada. En mi casa, mi patrona 
lloraba porque le pusieron una multa grande porque no había hecho el 
contrato con la trabajadora anterior”. Una dirigenta del Sindicato de TCP 
de Arica señaló en una entrevista que tienen una buena relación con la 
Inspección del Trabajo, con la cual realizan capacitaciones en conjunto. 
Pero señala que “a veces nos topamos con respuestas de que no se puede 
hacer nada si no tienen contrato firmado y ni citan a los empleadores”.

La importancia del rol que cumple la Inspección es evidente, como 
también lo son las limitaciones de los servicios que presta. Ruth Olate, 
sostiene que los fiscalizadores deben ser fiscalizados: “ellas también son 
patronas, no te inflan, y a veces los hombres son distintos, se hacen los 
simpáticos”. Emilia Solís, de SINDUCAT,34 agrega que muchas veces las 
TCP son presionadas a firmar documentos que dicen que se puso tér-
mino a la relación laboral de mutuo acuerdo, aunque hubo un despido.

El siguiente testimonio de Lila relatada cuenta de las dificultades de 
reclamar por sus derechos:.

“Me despidieron y no me pagaban lo que me debían. Cuando 
llegué a la oficina de Las Condes me pasaron hartas cosas 
malas: lo primero, la señorita me habló brusco, me dijo que 
si acaso no me daba cuenta que me podían despedir o si creía 
que el trabajo no era así. Le dije que sabía que me podían 
despedir, pero que me debían el mes de aviso, me echaron de 
un día para otro. Después, la señorita me dijo que no podía 
tomar el reclamo porque mi RUT no estaba registrado. Yo le 
mostraba mi RUT, le decía que tenía visa definitiva. Final-
mente, me mandó a la oficina de Ñuñoa y me fui. Allá no 
entendían por qué estaba allí, porque mi RUT sí aparecía en 
el computador. No dijeron más y la otra señora tomó mi re-
clamo. Yo estaba bien nerviosa porque pasaba la hora, había 
pedido permiso en mi nuevo trabajo mientras estaba la seño-
ra que hacía aseo profundo. Gasté toda la mañana. Al final, el 
contador del caballero me llamó y fui a buscar el cheque, pero 
no tenía fondos. (Extranjera).

34 Sindicato Nacional Unitario inter empresas de trabajadoras y trabajadores de casa particular, 
afines o conexos.
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En la experiencia de la Clínica de la UDP, el acompañamiento o 
representación de las TCP por alumnos de la Clínica genera resulta-
dos positivos para ellas. El empleador o su representante utilizan las 
diferencias de conocimiento, como una estrategia a su favor en las 
conciliaciones. La presencia de los estudiantes equilibra ese diferencial 
de poder. En todos los casos, se toma esta instancia como una oportu-
nidad de informar y empoderar a las TCP para que en la siguiente rela-
ción laboral pueda ejercer y reclamar sus derechos adecuadamente. La 
Inspección podría ser un espacio promocional de derechos laborales, 
pero no logra serlo por las limitaciones de personal, como explicó el 
subdirector de la DT. 

3.10. La intimidad del hogar. ¿Excusa para no fiscalizar condiciones de 
trabajo dignas?
La Inspección del Trabajo tiene facultades de fiscalización de los lu-
gares donde se desarrollan las faenas, como se mencionó anterior-
mente. Las fiscalizaciones in situ alcanzaron a 1.615 en 2012 y 1.121 
en 2013, como se observa en la tabla 1. El número de fiscalizacio-
nes parece significativo. Sin embargo, sostenemos que esa cifra está 
sesgada por la calificación de TCP. La experiencia de la Clínica de 
Migrantes y la entrevista realizada al director Nacional del Trabajo 
muestran una resistencia a considerar la fiscalización sobre condicio-
nes laborales de las TCP, fundada en el derecho a la privacidad del 
domicilio del empleador. Creemos que, si los datos estuvieran desa-
gregados por sexo y tipo de empleador, es probable que constaran 
hombres como beneficiarios mayoritarios de las fiscalizaciones, pues 
bajo la categoría de TCP también se encuentran los conserjes y asea-
doras que trabajan comunidades, que no constituyen hogares y por 
ello se fiscalizan. Bajo la denominación TCP también se encuentran 
las personas que laboran en instituciones de cuidado y beneficencia, 
que asisten a otros “en labores propias del hogar”.35 

Tabla 1: Cantidad de fiscalizaciones realizadas por la Dirección del 
Trabajo a trabajadoras/es de casa particular, según Región. Período: 
2012 a enero de 2014

Región 2012 2013 Enero. 2014

Arica-Parinacota 3 1 0

Tarapacá 5 12 0

Antofagasta 55 27 6

35 Código del Trabajo, art. 146 inciso 2º.
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Atacama 10 45 1

Coquimbo 33 43 1

Valparaíso 285 173 9

Metropolitana 651 575 61

O’Higgins 108 39 5

Maule 69 54 7

Biobío 78 49 2

La Araucanía 63 71 8

Los Ríos 10 9 1

Los Lagos 17 12 1

Aysén 168 8 0

Magallanes 60 3 0

Total 1.615 1.121 102

Fuente: Dirección del Trabajo

Rafael Pereira Lagos, subdirector del Trabajo, señala que existen 
grandes dificultades para fiscalizar este tipo de trabajo, ya que la acti-
vidad inspectiva del lugar de trabajo de las TCP implica el ingreso a los 
domicilios particulares. Señala que, en ocasiones, se han implemen-
tado programas de fiscalización en ciertas regiones, mediante la cita-
ción de los empleadores a la Inspección del Trabajo respectiva. Dicho 
mecanismo no contempla la posibilidad de acceder a los domicilios 
particulares y entrevistar en el lugar de trabajo a la TCP y a su em-
pleador, impidiendo también observar las condiciones de habitación 
y alimentación.

A la fecha de la entrevista, la presidenta Michelle Bachelet había 
introducido una serie de indicaciones al proyecto de ley en trámite en 
el Congreso que modifica ciertas condiciones del trabajo de las TCP.36  
La posibilidad de facultar a la DT para ingresar al domicilio particular 
parece una barrera difícil de superar. Se arguyen razones legales, pero 
otras sociedades, más protectoras de los derechos laborales, han en-
contrado justificaciones para limitar el derecho a la intimidad, al pon-
derarlo con la protección de los derechos de las TCP, particularmente 
cuando ellas residen en su lugar de trabajo.37 

36 Formula indicaciones al proyecto de ley que modifica la jornada de  descanso y composi-
ción de la remuneración de los trabajadores de casa particular y prohíbe el uso de uniforme a 
trabajadoras de casa particular (Boletines refundidos 8.292-13, 7.807-13 y, 7.675-13), 20 de 
abril de 2014.
37 En Ecuador, por ejemplo, se adoptó una política activa de fiscalizaciones a los hogares, como 
parte de una política pública de protección de los derechos laborales de las TCP. Erynn Masi De 
Casanova, “Embodied Inequality: The Experience of Domestic Work in Urban Ecuador”, Gender 
& Society,  27,  2013, pp. 561-585.
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La propuesta del Ejecutivo apunta a dotar de mayores facultades de 
fiscalización a la DT, a partir de la obligación de registrar los contratos 
de trabajo en la respectiva Inspección. No obstante, la fiscalización 
tiene como límite la puerta del domicilio. Rafael Pereira sostuvo que, a 
diferencia de lo que ocurre en una empresa, donde el inspector puede 
solicitar el auxilio de la fuerza pública para ingresar a un lugar que 
es semipúblico, en el domicilio particular no existiría esa posibilidad.  
Sin embargo, existe jurisprudencia que sugiere que sí se puede realizar 
tal fiscalización. Así, en una causa, la fiscalizadora acudió hasta el lu-
gar de trabajo de la TCP, quien alegaba no pago de las remuneraciones 
y cotizaciones.38 La empleadora fue condenada por adeudar remunera-
ciones y cotizaciones previsionales en distintos períodos. 

La jefa de reformas legales del SERNAM, Claudia Sarmiento, sostu-
vo que, si el empleador se niega a que sea fiscalizado el hogar, podría 
presumirse que lo que sostiene la trabajadora es cierto.39 

Otra de las barreras para la fiscalización que enfrenta la DT, según 
la autoridad, es la dotación de inspectores. Los fiscalizadores en te-
rreno son aproximadamente 450 a nivel nacional, de los cuales cerca 
del 50% se concentran en la  Región Metropolitana. Además, las con-
diciones de higiene y seguridad en los sectores industrial, agrícola, 
extractivo y de construcción, entre otros, demandan la presencia de 
buena parte de los fiscalizadores. Se evidencia entonces que las re-
formas legales que aumenten los motivos para fiscalizar o los luga-
res que deben serlo, necesariamente debieran estar equiparadas con 
incrementos de personal que permitan que las nuevas tareas puedan 
llevarse a cabo.

Aunque las autoridades entrevistadas de la DT y el Servicio Nacional 
de la Mujer reconocen la condición de trabajadoras de las TCP, consi-
deran que los argumentos que limitan el escrutinio estatal del hogar 
en tanto -lugar de trabajo justifican las limitaciones para llevar a cabo 
fiscalizaciones. El derecho a la privacidad de los empleadores cobra tal 
trascendencia que, en la práctica, prevalece sobre los derechos de las 
TCP y el deber del Estado de resguardar condiciones de trabajo dignas 
y seguras.

La propuesta de registrar los contratos en la Inspección del Trabajo 
puede generar una cifra oculta, debido a la posibilidad de mantener 
informalmente a una TCP. Un empleador que no tiene intención de 
respetar los derechos de una TCP no suscribirá un contrato escrito y 
menos aun lo registrará. Las multas al empleador no parecen ser un 
factor que motive el cumplimiento de la norma, actualmente en trá-

38 1er Juzgado del Trabajo de Santiago, Margarita Rupayán contra Nora Cerutti, 23 de abril de 
2012.
39 Entrevista a Claudia Sarmiento, jefa del Departamento de Reformas Legales del Servicio 
Nacional de la Mujer, junio de 2014.
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mite en el Congreso. De hecho, ya existe una multa por no escriturar 
el contrato laboral que no tiene incidencia en que se cumpla con este 
deber legal, como lo explicamos anteriormente.

Respecto al acceso a la atención en la Inspección del Trabajo, este no 
se encuentra condicionado a que la TCP se presente con un carnet de 
identidad chileno no vigente. No obstante, existen quejas de personas a 
quienes no se les ha permitido presentar denuncias por acudir con cé-
dula de identidad vencida o por carecer de un documento de identidad 
chileno. Ello contrasta con la posibilidad legal de que las personas pre-
senten denuncias anónimas ante la Inspección del Trabajo. Este tema 
cobra especial relevancia con TCP migrantes. Rafael Pereira señala en 
la entrevista que se debe diferenciar el tema laboral –que es la materia 
propia de la DT– del migratorio, que es competencia de otra autoridad. 
De esta forma, si la TCP se encuentre en el país en condición irregular o 
se presente con un documento de identidad o de viaje extranjero, la DT 
no lo considera como un factor importante para el acceso a la atención. 
La experiencia de la Clínica refleja que hay una brecha entre las políti-
cas declaradas y las prácticas institucionales. La Clínica presentó una 
denuncia en 2013 para que se iniciara un proceso disciplinario en con-
tra de un funcionario que negó el ingresó a trabajadores extranjeros sin 
documentos de identidad chilenos vigentes.40 Dicho proceso se encuen-
tra pendiente. La Clínica también denunció a la Inspección la negativa 
de un conciliador a permitir que una alumna que tenía su documento 
de identidad vencido representara a un trabajador, pese a que éste esta-
ba presente y confirmaba que quería ser representado por ella.41 Los do-
cumentos de identidad vencidos son una situación frecuente entre las 
TCP migrantes en razón de los tiempos que se toma el Departamento 
de Extranjería para procesar y resolver solicitudes de visa. La exigencia 
del documento de identidad chileno impacta directamente en el acceso 
a la justicia de la TCP extranjera. La Clínica ha reiterado en repetidas 
comunicaciones a la DT, la necesidad de dictar una directiva en este ma-
teria, que no solo tendría un impacto en las TCP sino en todos los traba-
jadores migratorios. Tendría sentido exigir un documento de identidad, 
pero paralelo con el documento de identidad chileno, otros documentos 
como la cédula de identidad de otro Estado miembro de Mercosur o el 
pasaporte deben ser suficientes. Adicionalmente, la vigencia del docu-
mento de identidad no puede erigirse como un obstáculo para negar la 
protección de los derechos laborales. 

40 Carpeta en archivo de la Clínica.
41 Íd.
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3.11. La demanda laboral
Se presentaron solicitudes de información desagregada a la Corporación 
de Asistencia Judicial (en adelante, CAJ), en virtud de las cuales se obtu-
vieron algunos datos de la Corporación de la V Región y de la oficina de 
Defensa Laboral de la Región de Tarapacá. En la V Región, se informa 
que en el período entre enero de 2012 y enero de 2014 recibieron 60 
solicitudes de representación por parte de TCP. Sin embargo, señalan 
que podrían ser más.42 La Unidad de Defensoría Laboral- informó que, 
en ese mismo período, registra 34 casos ingresados y 18 aceptados. A la 
fecha de respuesta, 24 de abril de 2014, en nueve casos se alcanzó un 
avenimiento, en 6 hubo sentencia favorable, uno fue archivado y dos 
estaban en tramitación. La mayoría de las causas correspondía a nulidad 
y despido injustificado (10); además, hubo una solicitud de desafuero y 
otras por cobro de prestaciones. Rodrigo Moya, director de la CAJ de 
la Región Metropolitana, informó en la entrevista que esa repartición 
registra 19 casos en 2013 en las comunas de Colina, San Bernardo y 
Santiago.

Por su parte, la CAJ de la Región del Bíobío indica que no cuentan 
con estadísticas desagregadas y la de Tarapacá y Antofagasta no entre-
gó ninguna respuesta al requerimiento realizado a través del Consejo 
de Transparencia.

El reducido número de casos representados por la CAJ en las de-
fensorías laborales pueden explicarse por el sistema de filtros aplica-
do por los servicios de asistencia jurídica gratuita. El director de la 
CAJ de la Región Metropolitana reiteró en una entrevista la política 
de la institución de contar con un sistema de gestión que canaliza las 
demandas, seleccionando los casos a ser representados en función 
de una posibilidad de éxito del 50%. Ello implica que, en los hechos, 
la unidad de primera atención de la CAJ determina, a partir de los 
antecedentes aportados por los usuarios, la posibilidad cierta de ob-
tener asistencia jurídica más allá de la información.43 La exigencia 
de contar con pruebas, en los casos de contratos que no fueron escri-

42 Corporación de Asistencia Judicial, V Región, Ordinario 455/2014, 27 de marzo de 2014. La 
CAJ indica “que la Institución no puede hacerse responsable en todos aquellos casos en los 
cuales los usuarios, al suministrar la información requerida, no se han individualizado de manera 
correcta”. Concordamos con que la institución no pueda hacerse responsable de la información 
que provean sus patrocinados. Sin embargo, las demandas laborales tienen su origen en contra-
venciones a los contratos de las TCP, por lo cual es la responsabilidad de la institución asegurar 
que la información sea ingresada correctamente en el sistema.
43 En el portal de la institución, se señala que se necesita “7. Cobro de Prestaciones Laborales, 
Despido Injustificado o Nulidad del Despido; - Contrato de Trabajo por escrito o nómina de tres 
testigos que puedan declarar afirmando la existencia de la relación laboral (Nombre Completo, 
Cédula de Identidad, Profesión, Domicilio y Teléfonos de Contacto);. - Liquidaciones de Sueldo, 
en caso de haberlas. - Cartola actualizada de AFP o INP, en caso de ser procedente;. - Carta 
aviso de despido, en caso de haberse remitido;. - Acta de comparecencia ante la Inspección del 
Trabajo, en caso de haberse verificado.”. Véase, http://justiciateayuda.cl/documentos-necesa-
rios-primera-atencion/
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turados, para demostrar la existencia de la relación laboral, termina 
siendo una barrera infranqueable para muchas TCP, que no tenían 
compañeras de trabajo, u otras formas de demostrar la relación labo-
ral. El haberse auto impuesto indicadores de éxito, en vez de ofrecer 
representación legal a toda persona que lo solicite, ha repercutido en 
la disminución del número de casos representados por la CAJ, y en la 
desprotección del derecho a la asistencia jurídica de los trabajadores, 
entre ellos, las TCP.

La reducción en la demanda de representación legal ante la CAJ 
parece no solo deberse a los criterios de selección puestos en práctica 
por esta entidad, sino también a la existencia de una mayor oferta de 
abogados que litigan a resultas, y que son asequibles para los traba-
jadores, según se nos explicó, lo que implica un cambio en la asis-
tencia a personas de escasos recursos. La CAJ reconoce que no tiene 
certeza de ser la principal oferente de asistencia jurídica a personas 
de escasos recursos. 

La aplicación de esta lógica de gestión olvida a los y las trabajado-
res en especiales condiciones de vulnerabilidad y su derecho de acce-
so a la justicia. De acuerdo a las entrevistas realizadas, son muy po-
cas las TCP que reclaman sus derechos en los tribunales. El director 
de la CAJ nos confirmó que no cotejan la demanda que reciben con 
los datos de la DT, para cuantificar las solicitudes de representación 
laboral a esta institución, y a abogados privados, y qué porcentaje 
no persiste con sus demandas de justicia laboral, y determinar las 
razones para ello.

Una de las dirigentas de TCP de Arica –chilena–- señala que el nú-
mero de testigos que exige la CAJ establece un umbral difícil de supe-
rar: “La gente no llega a los tribunales por el tiempo, se pierde harto 
tiempo y hay que trabajar. Tenemos que tener dos testigos, eso es bien 
difícil también. Conozco un caso que duró tres años, por eso hay tanto 
abuso”. Las TCP chilenas entrevistadas dan cuenta de esa dificultad. 
Para las extranjeras, las posibilidades son aún menores, especialmente 
cuando trabajan puertas adentro y sin redes sociales. 

Algunas TCP entrevistadas recurrieron a los tribunales, ya sea con 
los servicios de la CAJ o privados. Las experiencias no han sido nece-
sariamente buenas.44 

44 En Carmen Bravo contra Miguel Olhaberry, op. cit., el tribunal alude a una diligencia solicitada 
y concedida por el tribunal para determinar la patología y limitaciones que tenía la empleadora, 
pero el representante de la demandante no se puso en contacto con la perito designada, ha-
biendo constancia en la causa, por lo el tribunal estimó innecesario decretar una nueva audien-
cia para recepcionar ese peritaje “quien no mostró interés por su realización”. Este implicaría 
demostrar la real extensión de funciones, y en consecuencia, remuneraciones de la trabajadora.  
Dado que fue la propia parte requirente del peritaje, quien omitió hacerlo, no fue objeto de 
recurso alguno. La TCP tenía más de 20 años de servicio y 8 años de cotizaciones por la in-
demnización impagas.
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Una trabajadora extranjera concurrió, acompañada por una de las 
autoras de este capítulo, a la oficina de la CAJ para saber qué había 
pasado con su juicio, del que no tenía noticias de parte de su abogado. 
No hubo forma de tomar una hora para entrevista, por lo que debió 
acudir y esperar a ser atendida en la CAJ. La trabajadora fue informada 
que la causa había sido terminada a través de una conciliación con el 
empleador, dos meses antes, en una audiencia preliminar, de la cual no 
había sido informada. Señaló que, de haberlo sabido, habría asistido 
a la audiencia; nunca entendió que le otorgaba facultades al abogado 
de la CAJ para transigir a su nombre. El abogado sostuvo que había 
intentado comunicarse con ella, pero no pudo demostrar cuándo la ha-
bían llamado ni que le hubieran enviado una carta. La trabajadora fue 
informada que había un cheque en tribunales, el que, por fortuna, aún 
se podía cobrar porque no había vencido. La TCP preguntó qué pasaba 
con el mes de imposiciones que el empleador no le había pagado. El 
abogado se dio cuenta en ese momento que había omitido ese punto 
en la conciliación. Le ofreció pagárselo de su dinero. La trabajadora 
rechazó el pago. Salió frustrada, indignada de que su demanda laboral 
hubiera sido representada de esa forma.

Una de las dirigentas relata experiencias similares con los aboga-
dos privados. Desconfía del trabajo de defensa, pues no tienen conoci-
miento de las audiencias de juicios, y los montos de los acuerdos son 
irrisorios. Incluso conjeturó que esto se producía porque los abogados 
se vendían a los empleadores.

En la experiencia de la Clínica de la UDP, los jueces ejercen una 
fuerte presión para que las partes lleguen a acuerdo y el monto que 
fijan como base para la negociación suele depender de la calidad de la 
demanda presentada, tanto los argumentos como las pruebas. 

Para las TCP, la instancia más rápida y potencialmente eficaz es la 
Inspección del Trabajo.  Una activa fiscalización y sanciones en las 
citaciones por ausencia de escrituración del contrato repercutiría en 
cambios en las prácticas de los empleadores. 

Se observa también, una descoordinación entre las CAJ y la DT, 
en términos del número de reclamos que no se resuelven mediante 
conciliación y que debieran traducirse en demandas judiciales. No hay 
ningún actor estatal evaluando si estos reclamos son judicializados o 
no y las razones para ello. Menos aun, se analiza la situación de tra-
bajadores particulares, como las TCP o se desarrollan programas de 
promoción y garantía de derechos en función de esas demandas. No 
se observa tampoco un cuestionamiento a los criterios de las CAJ para 
privilegiar indicadores de éxito por sobre la respuesta a la demanda de 
representación legal en sede judicial.

Si la mayoría de las causas en materia laboral, sea en sede ad-
ministrativa o judicial, culminan en avenimientos, no se justifica la 
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lógica de cerrar la puerta de entrada para que las TCP reclamen sus 
derechos judicialmente cuando no tienen los elementos que la CAJ 
exige. Ello solo refuerza la discriminación estructural contra el tra-
bajo doméstico, y su tratamiento como un empleo de segunda cate-
goría.

4. PROYECTOS LEGISLATIVOS

Los impulsores de la modificación legal que prohíbe el uniforme en 
espacios públicos sostienen que  buscan evitar la estigmatización de 
los trabajadores de casa particular, ya que por su solo uso se revela 
la naturaleza de sus labores, siendo objeto de tratamiento diferencia-
do por parte de muchas personas y establecimientos.45 Dentro de los 
nuevos proyectos presentados, destaca el que busca la reducción de la 
jornada laboral. Presentado en 2012 a través de un Mensaje Presiden-
cial,46 pretende modificar el actual régimen para alcanzar una jornada 
de 45 horas semanales. 

No existe justificación para el tratamiento diferenciado del contrato 
de un/a TCP, en el Código del Trabajo, en el capítulo V “De los contra-
tos especiales”. Como se señaló, podría constituir un antecedente el 
hecho que, a principios de siglo, cuando se redactó el primer Código 
del Trabajo, los servicios prestados a casas particulares eran un tipo de 
trabajo para el cual podían consensuarse con el empleador condicio-
nes de trabajo, en aparente libertad. 

En la redacción del Código de 1987 se mantuvo esa condición dife-
renciada, a pesar de ser otro momento histórico, en el que no habría 
razones para dar a las TCP un tratamiento desigual al del resto de los 
trabajadores. Las grandes diferencias se relacionan con la extensión 
de la jornada laboral, la facultad del empleador de terminar el contra-
to de trabajo sin justa causa bajo la figura del desahucio y la posibili-
dad de residir en el lugar de trabajo. También hay otras limitaciones 
importantes, a partir de criterios interpretativos que no se encuen-
tran expresamente consagrados en la normativa, como aquel las en 
materia de inspección del lugar de trabajo, por tratarse del domicilio 
del empleador y estar amparado por el derecho a la privacidad.

Varias reformas y proyectos legales han buscado mejorar las condi-
ciones laborales de las TCP. Ninguno ha contemplado la posibilidad de 
eliminar el trabajo puertas adentro.

45 Los autores son la diputada Adriana Muñoz y los diputados René Alinco, Osvado Andrade,; 
Cristián Campos, Marcos Espinoza, Tucapel Jiménez, René Saffirio, y Matías Walker. Biblioteca 
del Congreso Nacional, Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, 28 de agosto 
de 2012.
46 Mensaje 015-360, “Modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los 
trabajadores de casa particular”, presentado el 6 de mayo de 2012.
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El primero de ellos, y tal vez la reforma más importante a la fecha, 
consistió en equiparar de manera progresiva el salario de las TCP al 
del resto de los trabajadores. La Ley 20.279, de 2008, estableció que 
el salario de las TCP, que equivalía hasta ese año al 75% del salario 
mínimo legal, se aumentará de la siguiente manera: en 2009 al 83% 
del ingreso mínimo y en 2010 al 92%, para alcanzar el 100% en 2011.47

En 2009 se promulgó la Ley 20.336, que “Modifica el artículo 150 
del Código del Trabajo, relativo al descanso semanal de los trabaja-
dores de casa particular”,48 quea estableció de forma obligatoria el 
régimen de descanso diario y semanal de los TCP puertas adentro. 
Como hemos señalado, algunos argüían que, por tratarse de un con-
trato de trabajo especial, las reglas generales de feriados no le eran 
aplicables. La norma reiteró que las TCP que residen en el domicilio 
del empleador tienen derecho a un descanso semanal de 24 horas, 
que puede fraccionarse en dos de 12 horas por solicitud de la trabaja-
dora, y aclaró que, como el resto de los trabajadores en Chile, tienen 
el derecho a no trabajar los días festivos y que, de hacerlo, deben ser 
compensadas con un día de descanso en los siguientes noventa días. 
Aunque esta norma no creó nuevos derechos, sino que resolvió una 
controversia en torno a la aplicación de normas generales, para las 
TCP representa un avance importante, como se ha mencionado.

Luego de la aprobación de estas normas, el esfuerzo de cabildeo de 
las organizaciones sindicales de TCP y contextos políticos particula-
res han dado como resultado la presentación de otras iniciativas al 
Congreso dirigidas a modificar el estatuto de los trabajadores de casa 
particular. Los dos más importantes se han discutido en conjunto 
a partir de 2012 por referirse a los mismos asuntos. Los Boletines 
7807-13, 8282-13 y 7675-13 se integraron o refundieron en un único 
proyecto. El eje central de esta iniciativa legislativa es modificar la 
jornada y el descanso de las TCP. Su objetivo es reducir la jornada 
laboral diaria, que es hoy es de 12 horas, a una de 9 horas, para 
igualarla al resto de los trabajadores en Chile, que tiene una jornada 
semanal de 45 horas. 

El gobierno de Bachelet presentó modificaciones al proyecto de ley 
mencionado y simultáneamente inició el proceso para la ratificación 
del Convenio 189 de la OIT. Las modificaciones anunciadas por el Eje-
cutivo giran en torno a siete elementos; en varios de ellos se mantiene 
la iniciativa que se encontraba en discusión en el Congreso: 

1.	 Se reduce la jornada de trabajo de manera progresiva, imitando 
el proceso para el aumento del salario mínimo antes descrito. En 

47 Ley 20.279, 1 de julio de 2008.
48 Ley 20.336, 4 de marzo de 2009.
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el primer año se reducirá la jornada de trabajo semanal de las 
72 horas actuales a 60; en el segundo año hasta 54 horas; y, en 
el tercero, alcanzaráa el máximo del resto de los trabajadores: 45 
horas semanales. 

2.	Se crea la posibilidad de establecer una bolsa de 15 horas semana-
les extraordinarias. Ello implicas que, aunque se reducirá la jorna-
da laboral a 9 horas diarias, las TCP podrán continuar desempe-
ñándose en jornadas de 12 horas, recibiendo el pago por esas horas 
adicionales como horas extraordinarias, esto es, con un recargo de 
50% del salario regular. 

3.	Se propone la siguiente modificación en materia del descanso 
mensual. Se establece el descanso dominical por el día completo, 
eliminando la posibilidad de fraccionarlo, y se agrega el derecho 
a cuatro días adicionales de descanso por mes calendario. Estos 
cuatro días, que en el proyecto presentado originalmente por el 
gobierno de Piñera eran dos, se podrían fraccionar en medias jor-
nadas o acumularse, previo acuerdo entre las partes. En ausencia 
de acuerdo, el descanso aplicará en los cuatro primeros sábados 
de cada mes. Aquí también se propone una fórmula gradual para 
la aplicación de la medida. Solamente dos días adicionales en el 
primer año de vigencia de la ley, tres días en el segundo año de 
vigencia de la ley y cuatro días para el tercer año de vigencia. 

4.	Se mantiene la prohibición de imputar la habitación y alimenta-
ción al salario, manteniéndolas como obligaciones del empleador.

5.	Se establece la prohibición del empleador de condicionar la con-
tratación al uso de uniforme en lugares o espacios públicos. 

6.	Se agrega la obligación del empleador de registrar el contrato de 
trabajo ante la Inspección del Trabajo, en un plazo de 10 días 
posteriores a su celebración, y se establece que será facultativo 
del empleador permitir el ingreso del fiscalizador para cumplir 
sus funciones o acordar presentarse a la Inspección del Trabajo 
con la documentación requerida. 

7.	 Se establece la prohibición de reducir el salario como consecuen-
cia de las modificaciones anteriores. 

Nos parece difícil encontrar razones que justifiquen la reducción de 
la jornada laboral de manera progresiva, cuando se trata de una situa-
ción de discriminación histórica. 

Asimismo, la creación de la figura particular de la bolsa de horas 
extraordinarias resulta difícil de comprender. No se entiende el sen-
tido de esta medida, cuando podrían simplemente equipararse a las 
horas extraordinarias del resto de los trabajadores. Las horas extraor-
dinarias son como lo dice su nombre, inusuales y se justifican por 
condiciones o necesidades excepcionales del empleador. En cambio, la 
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bolsa de horas extraordinarias será permanente. Con ello el proyecto 
de ley limita la jornada laboral, pero crea la posibilidad de establecer 
una jornada suplementaria de 15 horas semanales, con lo cual la jor-
nada se puede mantener en las 12 horas diarias actuales. Sin embar-
go, se reduce a cinco días a la semana, incluso para las trabajadoras 
puertas adentro, ya que bajo ninguna circunstancia podría exceder de 
60 horas a la semana. Por supuesto, empleador y trabajadora pueden 
acordar una jornada más corta, de 10 horas, por ejemplo, y extenderla 
a 6 días a la semana.

El desarrollo que tenga esta jornada adicional dependerá en buena 
parte de la capacidad de negociación de las TCP, en cuanto a exigir 
un pago adicional, como resultado del cambio legal, para lo cual su 
aplicación progresiva resulta poco beneficiosa.  Y también será el re-
sultado de la oferta y demanda por este tipo de trabajo. Dependerá de 
la disposición de las TCP a trabajar esa jornada adicional, lo cual ya 
realizan muchas de ellas, y del empleador a pagar una remuneración 
adicional por ese tiempo trabajado. 

Agregar cuatro días de descanso al mes no es necesario. Basta con 
limitar la jornada a 45 horas semanales. Incluso con la bolsa de 15 ho-
ras extraordinarias, la trabajadora no podrá trabajar más de 60 horas 
semanales, con lo cual quienes trabajen jornadas de 12 horas, comple-
tarían su semana laboral en cinco días. Establecer esta distinción entre 
TCP y el resto de los trabajadores en relación a los 4 días adicionales de 
descanso al mes, resulta en una diferencia de trato que, por lo menos 
en las modificaciones presentadas por el ejecutivo, carece de justifica-
ción objetiva y razonable. 

La misma inquietud se genera con el mantenimiento de la prohi-
bición de imputar la alimentación y la habitación al salario y man-
tenerlas como obligaciones del empleador. La exposición de motivos 
debiera justificar adecuadamente esta diferencia de trato con el resto 
de los trabajadores. 

En materia de fiscalización de las condiciones trabajo, el proyec-
to crea el deber de registrar el contrato ante la Inspección del Traba-
jo. Esta sería una forma de verificar que las condiciones de trabajo 
cumplen las normas legales. Sin embargo, no resuelve la necesidad 
de permitir la fiscalización de las condiciones de trabajo, incluyendo 
la alimentación y alojamiento de la trabajadora puertas adentro. Esta 
obligación tampoco resuelve las posibilidades de fiscalización en las 
relaciones laborales establecidas antes de la vigencia de la norma, de 
ser aprobada. Esto habría podido resolverse con un régimen transi-
torio para los contratos vigentes. El deber de registrar los contratos 
puede dejar en mayores condiciones de vulnerabilidad a las TCP cuyos 
empleadores no escrituren la relación laboral. Se aumenta la brecha de 
protección para las relaciones laborales.
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El último proyecto de ley en tramitación relativo a las TCP, tiene 
directa relación con la ratificación por parte del Estado de Chile del 
Convenio 189 de la OIT, que requiere una reforma al texto del Código 
del Trabajo, modificación que se impulsa con un proyecto que “Mo-
difica el régimen de trabajadores de casa particular”, en cuyo artículo 
único se especifica el cambio al texto normativo. 

Para la tramitación de ambos proyectos, se han presentado los mis-
mos informes y se han efectuado las discusiones en conjunto. Sin em-
bargo, y a pesar de las ya reiteradas urgencias y sumas urgencias, no 
se ha despachado ninguno de los dos proyectos por parte del Senado. 
Esta legislación lleva en trámite ya casi dos años. 

CONCLUSIONES

La experiencia de la Clínica de Migrantes y las entrevistas realizadas 
sugieren que las violaciones a normas del derecho laboral no están 
limitadas a un tipo de empleador: jueces, abogados, fiscales, funciona-
rios públicos, concejales, ministros, empresarios y académicos, de de-
recha o izquierda, omiten cumplir sus obligaciones laborales para con 
las TCP. Las reformas legislativas sobre las TCP nunca han estado en 
la agenda de género del SERNAM, y han quedado relegadas al espacio 
de la cartera sectorial. No se ha advertido el claro impacto que tienen 
las condiciones laborales de las TCP en la estructura de la economía 
del trabajo remunerado y no remunerado.

Las propuestas legales corrigen parcialmente los problemas de la 
jornada de trabajo, y mantienen la política de hacer cambios “en la 
medida de lo posible”. Es un camino torcido hacia una igualdad dosi-
ficada o progresiva.

A la fecha de cierre de este Informe, la jornada máxima se reduce 
en el segundo año de la modificación legal y solo en el tercero respec-
to de los festivos y los días adicionales. Esta mejora incremental pone 
al descubierto la resistencia a modificar un sistema laboral con resa-
bios de un régimen de servidumbre y explotación. La respuesta en 
el discurso contemporáneo es que las TCP permiten que las familias 
funcionen para el mejor cuidado de la casa, los niños, los ancianos o 
los enfermos; como nuestra sociedad no estaría organizada igual que 
las sociedades desarrolladas, no se podría cambiar fácilmente esta 
situación. Esta justificación busca perpetuar la discriminación y la 
invisibilización de las TCP.

Cualquiera que sea la explicación, en los hechos, un régimen dife-
renciado en las condiciones laborales, de protección y reclamación de 
derechos de las TCP perpetúa un subsidio de las más pobres y margi-
nadas a quienes tienen más. Y las políticas migratorias facilitan este 
abuso. Aunque las chilenas no estén dispuestas a aceptar un régimen 



154

de condiciones laborales desventajosas, el ingreso de un ejército de 
mano de obra femenina extranjera permite mantener el status quo. 
Las leyes y políticas migratorias que no contemplan sus efectos en 
el mercado de trabajo facilitan y perpetúan las condiciones laborales 
abusivas. 

RECOMENDACIONES

1.	 Garantizar la igualdad de derechos de las TCP respecto al resto de 
los trabajadores en lo relativo a la extensión de la jornada laboral, 
sin que medie un sistema de gradualidad.

2.	  Diseñar y establecer un sistema que permita una efectiva fiscali-
zación de parte de la Inspección del Trabajo de las condiciones de 
trabajo y habitación en que se desempeñan las TCP. Ese sistema 
debe considerar que, cuando contrata a una TCP, el empleador 
está renunciando a la intimidad de su domicilio, al invitar a una 
persona a trabajar en ese espacio, por lo que en cualquier mo-
mento podrá estar sujeto a la acción de la Inspección del Trabajo. 
El deber de registro de los contratos de trabajo ante la Inspección 
del Trabajo, incluido en el proyecto de ley, debe establecerse para 
todos los contratos de TCP. La omisión debe sancionarse con una 
multa considerable.

3.	Revisar la existencia del desahucio, que establece una diferencia 
importante y difícil de justificar entre las TCP y el resto de los 
trabajadores, en cuanto a las formas de terminación de la rela-
ción laboral. Si no se elimina el desahucio, se debe incrementar 
el monto de la indemnización a todo evento, que mensualmente 
deposita el empleador. Ese monto debe incrementarse en un 
100%, de manera que, por año de trabajo, las TCP reciban un 
mes de salario.

4.	Revisar los criterios de las Corporaciones de Asistencia Judicial 
para tomar un caso, priorizando su rol como órgano estatal que 
garantiza el derecho a la protección judicial sobre la posibilidad de 
éxito de un caso particular, en función de las pruebas existentes.

5.	Diseñar y desarrollar un plan de capacitación continua para los 
funcionarios de la Inspección del Trabajo y los/as abogados/as de 
las Corporaciones de Asistencia Judicial, sensible al género y a 
culturas diversas, que incluya además conocimientos sobre leyes 
y reglamentaciones migratorias.

6.	 Implementar capacitación que incluya elementos de género, dife-
rencias culturales, y leyes y reglamentaciones migratorias, inclu-
yendo la Ley 20.507 sobre trata de personas, para funcionarios 
del poder judicial, particularmente de la jurisdicción laboral.
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7.	 Ratificar el Convenio 189 de la OIT sobre el trabajo decente para 
las trabajadoras y los trabajadores domésticos.

8.	Ratificar el Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los 
Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile, al cual adhirieron 
Colombia, Ecuador y Perú, de manera que la mayoría de las TCP 
extranjeras no dependan de la voluntad de su empleador de escri-
turar la relación laboral para regularizar su situación migratoria. 

9.	Desarrollar una política conjunta entre las autoridades del De-
partamento de Extranjería del Ministerio del Interior, la DT y 
el SERNAM, que propendan por la promoción y aseguramiento 
de los derechos de las trabajadoras migrantes, especialmente en 
las zonas fronterizas.  Esta política debe incluir programas de 
promoción sobre los derechos laborales de las TCP  y sobre las 
formas de regularizar su situación migratoria. 






